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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	08-06-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto  Giusti Soto
	02-01-08
	PLAZO PARA REGISTRO DE PENAS

-Artículo 11 del Registro Judicial. 

Se orden cancelar los asientos de inscripción de las personas condenadas, cuando hayan transcurrido diez años desde el cumplimiento de la condena, sin efectuarse nueva inscripción. 



	08-35-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Jesús Vanegas Jarquín.


	04-01-08
	CERTIFICACIONES EXPEDIDAS POR CONTADOR PUBLICO

-Reforma realizada al artículo 166 inciso d) de la Ley No. 7558 del 03-11-1975. Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica en relación a los ordinales 611 párrafo final del Código de Comercio y 438 inciso 6) del Código Procesal Civil. 

La norma impugnada otorga carácter de título ejecutivo a la certificación de saldos expedidas por un Contador Público Autorizado. 



	08-100-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Tomás Guevara Calderón
	07-01-08
	NORMAS PARA DELIBERACION Y VOTACION

-Artículo 361 párrafo último del Código Procesal Penal. 

La norma impugnada analiza las normas para la deliberación y votación, indicando que las decisiones se adoptarán por mayoría y si no se produce en relación con los montos de la pena y la reparación civil, se aplicará el término medio. 

 

	08-109-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Raúl Muñoz Alvarez
	07-01-08
	APREMIO CORPORAL. EDAD 

-Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. 

La norma señala que de incumplirse el deber alimentario, podrá liberarse orden de apremio corporal en contra del deudor moroso, salvo que sea menor de quince años o mayor de setenta y uno. Acusa que se obliga a menores de edad a trabajar. 



	08-231-0007-CO
Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal II Circuito de San José
	08-01-08
	PLAZO DE MEDIDAS DE SEGURIDAD

Se consulta si el artículo 100 del Código Penal que establece que medidas de seguridad curativas, son de duración indeterminada, violenta el artículo 40 de la Constitución Política, que prohíbe las penas perpetuas. 



	08-733-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Monge Maykall
	09-01-08
	FUNCIONES Y SALARIO DE VICEALCALDE

-Ley 8611, que modifica la Ley No. 7794 del 30 de abril de 1988, Código Municipal. 

La norma establece, entre otros aspectos, un salario base equivalente a un 80% del salario del alcalde municipal, solamente para el vicealcalde primero, excluyendo así al segundo vicealcalde. Se considera que la norma es discriminatoria, porque además, elimina la potestad del alcalde de distribuir las funciones entre los dos vicealcaldes. 

 

	08-778-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Isabel Salazar Álvarez
	10-01-08
	RELACIONES DE EMPLEO DE TRABAJADORES DE CORREOS DE COSTA RICA.

-Artículo 3 de la Ley de Correos. No. 7768 del 24 de abril de 1998. 

La norma impugna establece que las relaciones de empleo de los trabajadores de Correos de Costa Rica SA, estarán regidas por el derecho laboral común y no por un régimen de empleo público, que cuente con las garantías de los numerales 191 y 192 de la Carta Fundamental. 



	08-782-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Emilio Granados Calvo
	10-01-08
	DIRECTRIZ DEL MINISTERIO DE SALUD SOBRE LEY 7600

-Directriz DM-1330-IZ-07 del 13 de febrero del 2007 del Ministerio de Salud. 

La directriz impugnada interpreta que las disposiciones de la Ley 7600, no son aplicables para el otorgamiento de permisos sanitarios de funcionamiento y certificaciones de habilitación de establecimientos de salud y afines, que ya poseen permisos anteriores. 



	08-816-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Ernesto  González González
	11-01-08
	OBLIGACION DE PERTENECER A LA JUNTA DE AHORRO Y PRESTAMO DE LA UCR

-Artículo 4 de la Ley 4273. Ley de Creación de la Junta Administradora del Fondo de Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa  Rica. (JAFAP). 

Alega el accionante que la afiliación a esta Junta es obligatoria para todos los que ingresan a laborar a la UCR, lo cual significa un  rebajo del 2.5% sobre el salario de cada  funcionario.



	08-1081-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Minor Vargas Baldares

Presidente del Colegio de Médicos
	15-01-07
	INCORPORACION DE HOMEOPATAS E IRIDIÓLOGOS AL COLEGIO DE BIOLOGOS

-Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 26295-MINAE del 10 de junio de 1997. Reglamento a la Ley Orgánica del Colegio de Biólogos.

Con base en la norma impugnada se incorpora por definición de biología, a los homeópatas y a los Iridiólogos, los cuales realizan funciones de salud humana, por lo que deben estar incorporados el Colegio de Médicos. 

 

	08-1787-0007-CO

Consulta Legislativa


	Lisbeth Quesada Tristán

Defensora de los Habitantes


	17-01-08
	LEY DE PROTECCION A LAS OBTENCIONES VEGETALES.

-Proyecto de Ley de Protección a las Obtenciones Vegetales, publicado en La Gaceta No. 163 del 25-08-2006. Expediente Legislativo No. 16327.



	08-1815-0007-CO

Consulta Legislativa


	Elizabeth Fonseca Corrales y otros

Diputados
	17-01-08
	LEY DE PROTECCION A LAS OBTENCIONES VEGETALES.

-Proyecto de Ley de Protección a las Obtenciones Vegetales, publicado en La Gaceta No. 163 del 25-08-2006. Expediente Legislativo No. 16327.



	08-1819-0007-CO

Consulta Legislativa


	Alberto Salom Echeverría y otros

Diputados
	17-01-08
	LEY DE PROTECCION A LAS OBTENCIONES VEGETALES.

-Proyecto de Ley de Protección a las Obtenciones Vegetales, publicado en La Gaceta No. 163 del 25-08-2006. Expediente Legislativo No. 16327.



	08-2033-0007-CO


	Fabián Leandro Marín


	24-01-08
	ENTRADA EN VIGENCIA DE TITULO III DE LA LEY GENERAL DE POLICIA.

- Transitorio Único de la Ley General de Policía. No. 7410.

El transitorio impugnado posterga la entrada en vigencia del Título III de la Ley General de Policía, que da estabilidad a los funcionarios, señalando que dicho título entrará en vigencia en porcentajes de 25% cada cuatro años, en periodos presidenciales diferentes, hasta completarse su entrada en vigencia 16 años después de instaurada la Ley. Considera que se posterga en forma irracional el darle la solución casi definitiva o ideal a las necesidades diagnosticadas como graves, mediante el aplazamiento de una ley que se promulgó sobre un diagnóstico. 



	08-2107-0007-CO

Consulta Judicial


	Juez de Trabajo de Mayor Cuantía de Pococí. II Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 


	24-01-08
	REGLAMENTO DE LA MUNICIPALIDAD DE POCOCI

-Reglamento para el Funcionamiento del Fondo de Caja Chica de la Municipalidad de Pococí del 07 del abril del 2000. Aprobado mediante Acuerdo del Consejo Municipal No. 115, del artículo II, de la sesión ordinaria de dicho consejo contenida en el acta número 20, publicado en el Alcance No. 29-A de la Gaceta No. 83 del 02 de mayo del 2007.

Se plantea la duda de si la normativa reglamentaria contiene el vicio de ilegalidad por infringir el principio constitucional de legalidad, por tratarse el régimen sancionatorio contenido en él, materia reservada única y exclusivamente a una Ley.   



	08-2108-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Eduardo Carvajal Carmona

Multimedia Center Cell SA


	24-01-08
	ACTUACIONES DEL ICE

-Trato discriminatorio y arbitrario del ICE, en perjuicio de los Distribuidores de teléfonos celulares, en materia de homologación.

Se alega la diferencia de trato entre los distribuidores de equipo celular y los representantes autorizados de fábrica.



	08-2236-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Jesús Vanegas Jarquín
	28-01-08
	TITULO EJECUTIVO EMITIDO POR CONTADOR PUBLICO

-Reforma al artículo 166 inciso d) de la Ley No. 7558 del 03 de noviembre de 1975. Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, en relación con los artículos 611, párrafo final del Código de Comercio y 438, inciso 6) del Código Procesal Civil. 

Las normas impugnadas otorgan carácter de título ejecutivo a la certificación de saldos expedidas por un Contador Público Autorizado. 



	08-2264-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roy Gerardo Sancho López
	28-01-08
	INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION EN DENUNCIAS CONTRA NOTARIOS.

-Artículo 164 párrafo segundo del Código Notarial. Ley No. 7764 publicada en el Alcance No. 17 de La  Gaceta No. 98 del 22-05-1998. 

Frase que dice “La prescripción se interrumpe por la notificación de la denuncia al notario, una vez practicado este acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno”. 



	08-2249-0007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicial. 
	28-01-08
	REQUISITOS PARA EL PUESTO Y PRINCIPIO DE JUEZ NATURAL.

-Se consulta sobre la violación al principio de juez natural, por haber integrado el órgano juzgador una juez que no reunía los requisitos para el puesto y no integraba la lista de elegibles para el cargo ni de suplentes del órgano jurisdiccional. Requisitos para el puesto y su relación con el principio de juez natural.  



	08-2259-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yuribeth Méndez Castro
	28-01-08
	ACTIVIDAD DE PORTEO

-Omisión del Poder Ejecutivo de no aplicar lo establecido en el artículo 323 del Código de Comercio, en cuanto a la actividad de porteo, ya que asegura que se les limita su libertad de comercio. 

-Se solicita que se deje sin efecto el Decreto Ejecutivo No. 34095-MOPT del 08-11-2007, en tanto restringe la actividad de porteo a nivel nacional.

 

	08-2433-0007-CO

Acción de 

Inconstitucionalidad


	José Luis Pérez Hidalgo
	31-01-08
	DEBER DE ENTREGA DE PLACA DE TAXI

-Acto Administrativo publicado en La Gaceta No. 245 del 20-12-2007, en donde se le advierte que en diez días hábiles siguientes, debe hacer entrega de su placa de taxi SPJ-4296. 

Se alega falta al debido proceso, que no le fue notificado proceso alguno, tendiente a revocar sus derechos. 



	08-2435-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Federico Piza Vargas

Colegio de Médicos Veterinarios de Costa Rica.

 
	31-01-08
	PARTICIPACION DEL COLEGIO DE MEDICOS VETERINARIOS EN CONASA

-Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 34148-MAG. Publicado en La Gaceta No. 1 del 02-01-2008.

La norma regula la integración del Consejo Nacional Asesor de Salud Animal (CONASA). Se alega que la integración deja por fuera a varios sectores, entre esos al Colegio de Médicos Veterinarios. 



	08-2442-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández

Presidente de la Asamblea Legislativa.


	31-01-08
	ADHESION DE COSTA RICA AL TRATADO DE BUDAPEST.

-Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los fines del procedimiento en materia de patentes. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	07-013889-0007-CO

Voto 2008-00049
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Justo Orozco Álvarez contra los artículos 1, 2, 4, 5, 7, 9 a 12, 15 a 17, 19, 20, 23, 24, 27 y transitorios primero y segundo del Decreto Ejecutivo 33872-S. Se rechaza de plano la acción.-



	07-014697-0007-CO

Voto 2008-00050
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Pescadores Pangueros Artesanales de Puntarenas contra el acuerdo de la Junta Directiva de Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura número AJDIP/009 del 11 de enero de 2000. Se rechaza de plano la acción.-



	07-015612-0007-CO

Voto 2008-00051
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. TECAPRO de Costa Rica S.A. contra los artículos 445 y 446 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	07-014220-0007-CO

Voto 2008-00052
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Claudio Molina Salazar contra la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. Se rechaza de plano la acción.-



	07-013479-0007-CO

Voto 2008-00053
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Wilson Flores Fallas contra el artículo 239 inciso b) del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-013395-0007-CO

Voto 2008-00054
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Estudios para el Futuro, Consultores Especializados, S.A. contra el artículo 384 del Código Procesal Penal, concretamente en cuanto a su párrafo segundo en relación al artículo 78 del mismo Código. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-013231-0007-CO

Voto 2008-00055


	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Henry Alfaro Castillo contra el artículo 608 del Código de Trabajo y la interpretación de los artículos 94 en relación con el 609, 614 y 615 de la misma norma. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la impugnación que hace del artículo 608 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano en cuanto a las demás impugnaciones.-



	07-013901-0007-CO

Votos 2008-00056
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Contraloría General de la República contra el artículo 16 inciso 22 de la Ley 7097(Ley de Presupuesto Extraordinario). Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 16 inciso 22) de la Ley No. 7097 de 18 de agosto de 1988, publicada en el Alcance No. 25 a La Gaceta No. 166 del 1° de septiembre de 1988, que es Ley de Presupuesto Extraordinario de la República, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	07-014874-0007-CO

Voto 2008-00057
	09-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Alpízar Vaglio contra el Decreto 33.957-MINAE-MAG. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-013975-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	07-013165-0007-CO

Voto 2008-00589
	16-01-08
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabio Arce Delgado contra los artículos 30 inciso 2) y 74 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	07-015170-0007-CO

Voto 2008-00590
	16-01-08
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Wilberth Ruiz Medina contra la resolución 2007-00596 del Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela. Se rechaza de plano la acción.-



	07-015242-0007-CO

Voto 2008-00591
	16-01-08
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Murillo Chávez contra los artículos 14 y 15 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, número 8422 del 6 de octubre de 2004. Se rechaza por el fondo la acción.-


	07-013199-0007-CO

Voto 2008-00592
	16-01-08
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Alberto Salas Porras contra el artículo 1 inciso 2) de la Ley 7497, Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Grecia. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia Nº 2007-011923 de las catorce horas cuarenta y ocho minutos del veintidós de agosto del dos mil siete. 

El Magistrado Mora pone nota.-



	07-006513-0007-CO

Voto 2008-00593
	16-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Colegio de Profesionales en Informática y Computación contra la parte final del artículo 11 y del artículo 15 de la Ley 7537. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Cuando las cuotas atrasadas cubran un período de dos años, la reincorporación deberá ser aprobada por la Asamblea General, previa satisfacción de los requisitos que al efecto establezca el reglamento de esta ley.", contenida en el artículo 11 de la Ley N° 7537. En lo demás se declara sin lugar. Esta inconstitucionalidad es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las normas que parcialmente se anulan. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.-



	06-014466-0007-CO

Voto 2008-00595
	16-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arnoldo Segura Santiesteban contra el artículo 63 de la Ley de Expropiación y otro. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08526-0007-CO

Voto 2008-00596
	16-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Manuel Ortega Jiménez contra los artículos 50 y 75  inciso a) de la Ley de Justicia Penal Juvenil. Se declara sin lugar la acción.-



	07-004729-0007-CO

Voto 2008-00597
	16-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Ángel Valverde Mora contra la norma 66-c de la Ley del Impuesto sobre la renta, Ley 7092. No ha lugar a la gestión formulada.-



	08-01819-0007-CO

Voto 2008-00975
	22-01-08
	A las dieciséis horas con diez minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Oscar López y otros Diputados en lo referente al proyecto de Ley “Ley de Protección de Obtenciones Vegetales”, expediente legislativo número 16.327. Acumúlese esta Consulta a la que bajo expediente número 08-001787-0007-CO se tramita ante esta Sala.-


	08-01815-0007-CO

Voto 2008-0976
	22-01-08
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Sergio Alfaro Salas y otros Diputados en lo referente al proyecto de Ley “Ley de Protección a las Obtenciones Vegetales”, expediente legislativo número 16.327. Acumúlese esta Consulta a la que bajo expediente número 08-001787-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	07-16531-0007-CO

Voto 2008-00996
	23-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Diego Vinicio Matamoros Alfaro en contra de la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Se rechaza de plano la acción.-



	07-05497-0007-CO

Voto 2008-00997
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Luis Arce Esquivel en contra de los artículos 41, 44, 45, y 47 de la Ley 4770 y artículo 30 del Reglamento General a esa Ley. Se rechaza de plano la acción.-



	08-00816-0007-CO

Voto 2008-00998
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Ernesto González González en contra del artículo 4 de la Ley de Creación de la Junta Administradora del Fondo de Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-


	07-15804-0007-CO

Voto 2008-00999
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Grace Ivonne Vindas González en contra del artículo 351.2 de la Ley General de Administración Pública. Se rechaza de plano la acción.-


	07-15461-0007-CO

Voto 2008-01000
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Wagner Ramírez Ávila y otros en contra del Reglamento General de Revisión de la Práctica de las Ciencias de la Salud en la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese esta resolución a la Caja Costarricense de Seguro Social.-



	07-14051-0007-CO

Voto 2008-01001
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Carlos Acuña Jara y otro en contra del artículo 20 de la Ley 8492 de 09 de marzo de 2006, y otras normas. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la inconstitucionalidad por omisión alegada. En lo demás se rechaza de plano.-



	03-11923-0007-CO

Voto 2008-01002
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Herrera Calvo y otros en contra de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Esténse a lo resuelto por esta Sala mediante voto número 06-17437 en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. En cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 162 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, se declara sin lugar la acción. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Nacional de Seguros. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

El Magistrado Jinesta da razones separadas.-



	04-11870-0007-CO

Voto 2008-01003
	23-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes en contra de la omisión en la aprobación del Reglamento de Estudios de Biodisponibilidad, Bioequivalencia Terapéutica. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la omisión atribuida al Poder Ejecutivo de dictar, dentro de un plazo razonable, la normativa que regula los estudios de equivalencia terapéutica de los productos farmacéuticos de riesgo sanitario, así como también, la omisión de actualizar, regularmente, las listas de productos farmacéuticos de riesgo sanitario. Asimismo, se declara inconstitucional la omisión del Ministerio de Salud de tomar las previsiones presupuestarias correspondientes para poner en práctica estos controles en un plazo razonable. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.  Notifíquese.-

	04-06482-0007-CO

Voto 2008-01271
	25-01-08
	A las doce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi y otros Diputados en contra del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y Organismos Descentralizados (SUGEF-SUGEVAL-SUPEN). No ha lugar a la gestión formulada.-

	07-11848-0007-CO

Voto 2008-01565
	30-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Peralta Cordero en contra del artículo 55, inciso 4, del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	08-00100-0007-CO

Voto 2008-01566
	30-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Tomás Guevara Calderón en contra del último párrafo del artículo 361 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	07-11984-0007-CO

Voto 2008-01567
	30-01-08
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Karol Villa Mata en contra de los artículos 79 del Código Municipal, y otras normas. Se rechaza de plano la acción.-



	08-00035-0007-CO

Voto 2008-01568
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Jesús Vanegas Jarquín en contra del artículo 166 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Se rechaza por el fondo la acción.-


	06-15524-0007-CO

Voto 2008-01569
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabián Volio Echeverría en contra de las normas del Plan Regulador del Cantón de Escazú sobre Publicidad Exterior. Se declara sin lugar la acción.-


	06-06573-0007-CO

Voto 2008-01570


	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Anabelle Campos Chacón y otros en contra del artículo 36 bis de al Ley 7969. Se declara sin lugar la acción planteada.-



	04-02392-0007-CO

Voto 2008-01571
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Unión Pack de Costa Rica Sociedad Anónima, en contra del artículo 86 de la Ley General de Aduanas (7557), reformada por la Ley 8373. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación a la libertad de comercio y al principio de razonabilidad y proporcionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del párrafo 5° del artículo 86 de la Ley General de Aduanas, Ley No. 7557 de 20 de octubre de 1995, reformada por la Ley No. 8373 de 18 de agosto de 2003 que establece lo siguiente: "(...) y una copia de la declaración oficial aduanera del país exportador, que incluya el valor real de la mercancía, el número y monto de la factura, el número del contenedor, el peso bruto y neto, y el nombre del importador". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	01-10116-0007-CO

Voto 2008-01572
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Agustín Páez Montalbán y otra en contra de la Ley de Creación del Instituto Costarricense contra el Cáncer. Se declara con lugar la acción por violación de trámites sustanciales en el procedimiento de la Ley número 7765 de diecisiete de abril de mil novecientos noventa y ocho. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula la Ley de Creación del Instituto Costarricense contra el Cáncer, que es la número 7765. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sea, el cuatro de junio de mil novecientos noventa y ocho, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este fallo en el sentido de que el Instituto Costarricense Contra el Cáncer podrá continuar operando hasta por un plazo de tres años a partir de la notificación de esta sentencia, plazo que se concede para que la Asamblea Legislativa defina, en ley debidamente tramitada y promulgada, la creación de dicho Instituto, y de no ser así, se tomen por parte del Ministerio de Salud, las medidas necesarias para asegurar una ordenada transición administrativa de todos los recursos humanos y materiales así como los derechos y obligaciones, del Instituto a la Caja Costarricense de Seguro Social. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Legislativo, y a la Caja Costarricense de Seguro Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	06-11456-0007-CO

Voto 2008-01573
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Dunia Matarrita Castillo en contra del artículo 36 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y, por ende, nulo el artículo 36 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil por considerarlo contrario al derecho a la seguridad social, a la solidaridad, al derecho a la salud y al trabajo. Por los efectos de esta declaratoria, se dispone que la Administración Pública deberá mantener la incapacidad mientras según criterio médico subsista el motivo de ésta. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de las normas impugnadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	07-11541-0007-CO

Voto 2008-01574
	30-01-08
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al artículo 94, párrafo segundo, de la Ley de Tierras y Colonizaciones y el artículo 44, inciso d), de la Ley de la Jurisdicción Agraria. Se evacua la consulta judicial en el sentido que  el artículo 94, párrafo segundo,  de la Ley de Tierras y Colonizaciones y el artículo 44, inciso d),  de la Ley de la Jurisdicción Agraria, no son inconstitucionales, toda vez, que prevé un medio de resolución alterno de conflictos y no  un privilegio para el  Instituto de Desarrollo Agrario. Corresponde al Juzgado consultante establecer si el reproche alegado es procedente y declarar lo que corresponda, conforme a Derecho.-



	08-00006-0007-CO

Voto 2008-01576
	30-01-08
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Giusti Soto en contra del artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales, número 6723 del 10 de marzo de 1982. Se deniega el trámite a esta acción.-


	07-16282-0007-CO

Voto 2008-01577
	30-01-08
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Isabel Camacho Argüello y otra en contra del Plan regulador de la Municipalidad de Buenos Aires. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-16956-0007-CO

Voto 2008-01578
	30-01-08
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Danilo Rodríguez Montero en contra del “Reglamento de Arreglos de Pago” del Instituto Costarricense de Electricidad. Se deniega el trámite a esta acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	07-14584-007-CO
	DIRETEL SOCIEDAD ANONIMA LABORAL (DIRETEL SAL) contra: a).- frase final del artículo 5 del Reglamento a la Ley de Correos de Costa Rica, Sociedad Anónima, Decreto Ejecutivo número 27.238-G, del dieciocho de agosto de mil novecientos noventa y ocho, que dice "Tendrán la consideración de carta los envíos que contengan recibos, facturas, documentos de negocio, estados financieros y cualquier otros mensajes que no sean idénticos"

Resolución de 15:50 horas del 01 de noviembre del 2007
Boletines Judiciales No. 01, 02 y 03 del 02, 03 y 04 de enero del 2008.
	CONCESION DEL ESTADO PARA REPARTICION DE RECIBOS.

a) Por lesionar el régimen de regulación de los derechos fundamentales, al constituirse, mediante norma reglamentaria, en una limitación a la libertad de comercio –consagrada en el artículo 46 constitucional–, al impedir el ejercicio de una actividad comercial lícita conforme a la ley; b).-  artículo 32 del mismo cuerpo reglamentario, que permite solicitar "informe técnico" a Correos de Costa Rica, S.A., de previo a otorgar o denegar concesiones relativas al "servicio social postal", con grave afectación de los principios constitucionales que rigen la contratación administrativa, como lo son el de igualdad jurídica, libre concurrencia, libre competencia y eficiencia, que rigen las concesiones en esta materia, al permitirle a un oferente (competidor) eliminar la competencia con un informe, sin que en la ley se haya establecido el monopolio del servicio postal a favor de Correos de Costa Rica, S.A.; y, c).- por omisión inconstitucional de emitir normativa que establezca los requisitos que deben cumplir los interesados en obtener concesiones para prestar servicios sociales de telecomunicación social, en tanto, por la normativa existente, se hace imposible obtener ese tipo de concesiones, al supeditarla a un supuesto "informe técnico" de una institución que también está interesada en la prestación del servicio, situación que afecta el principio de seguridad jurídica, al fomentar todo tipo de arbitrariedad. Por conexidad y consecuencia, también cuestiona la cláusula 32 del cartel de la licitación pública 2007LN-00021-PROV, para la contratación del servicio de distribución de la factura por servicios de telecomunicaciones, promovida por el Instituto Costarricense de Electricidad, que condiciona la ejecución del contrato adjudicado a la obtención de parte del Ministerio de Gobernación y Policía de la concesión de la distribución de los recibos de telefonía del ICE, bajo pena de nulidad de la adjudicación. 

	07-05271-007-CO
	Giovanni Castillo Díaz contra  el artículo 54 de la Ley de Asociaciones Solidaristas No. 6970. 

Resolución de 14:25 horas del 27 de noviembre del 2007
Boletines Judiciales No. 01, 02 y 03 del 02, 03 y 04 de enero del 2008.
	PAGO DE DIETAS A DIRECTIVOS DE LAS ASOCIACIONES SOLIDARISTAS

La norma se impugna porque le niega el derecho al pago de dietas como miembro de la Junta Directiva de la Asociación Solidarista de los Empleados de la Caja Costarricense del Seguro Social, pese a que habían sido aprobadas y autorizadas por la Asamblea General de la asociación, violándose con ello:  1).- El derecho fundamental de asociación, no tanto en su fase individual, sino en la colectiva, ya que su ejercicio colectivo supone una organización y un espacio de actuación fuera de la injerencias irrazonables del poder (artículos 25 y 28 párrafo segundo). 2).- El derecho al trabajo especialmente el de la remuneración como medio para que el trabajador y su familia alcancen bienestar y existencia digna (artículo 56 y 57); 3).-  El de igualdad en general y salarial en el trabajo, ya que las cooperativas, que son también asociaciones de trabajadores y orientadas al bienestar de ellos, sí pagan dietas a los miembros de sus consejos de administración, sin tener ninguna prohibición por ley (artículos 33 y 56); 4).- De proporcionalidad y razonabilidad, ya que la prohibición no es necesaria, ni idónea, ni proporcional a la luz de la constitución (artículo 39); 5).- Considera además,  que debe respetarse  el contenido esencial de los derechos constitucionales de asociación y de trabajo,  como límite a la potestad legislativa y que, la retribución justa a los directivos por el trabajo prestado forma parte de las facultades de autogobierno democrático de la asociación. (artículos 28, 25, 56 y 57).



	07-03335-007-CO


	Alberto Salom Echeverría y José Rosales Obando, para que se declare inconstitucional la particular estructuración del Presupuesto de la República, para el ejercicio económico 2007, contenido en la Ley 8562, en cuanto incluye el presupuesto del Poder Legislativo como un título (o subpartida) dentro del Presupuesto del Poder Ejecutivo, como si se tratara de un órgano más de la Administración Central. Argumentan que tal situación está basada en la interpretación que hizo la Dirección General de Presupuesto Nacional, de los artículos 1, 8 y 32 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos. 

Resolución de 13:30 horas del 29 de noviembre del 2007.
Boletines Judiciales No. 04, 05 y 06 del 07, 08 y 09 de enero del 2008.

	PRESUPUESTO ORDINARIO Y EXTRAORDINARIO DE LA REPUBLICA DEL 2007. 

Los argumentos de los accionantes son los siguientes: La división de Poderes es el fundamento de la organización del Estado, la separación permite el equilibrio entre los Poderes, los cuales se controlan recíprocamente. Según el artículo 9 de la Constitución Política, el “Gobierno de la República lo ejercen tres Poderes distintos e independientes entre sí: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Esa independencia, para que surta efectos, debe complementarse con una relativa autonomía económica.  El Poder Ejecutivo puede actuar sobre el gasto público para equilibrar las cuentas públicas, con fines macroeconómicos de estabilidad, puede realizar acciones necesarias para alcanzar el desarrollo, pero siendo un Poder aparte del Legislativo, respecto de la Asamblea Legislativa solo puede dictar directrices propiamente administrativas y de carácter general, de lo contrario se quebrantaría el principio constitucional de división de Poderes. Entonces el Poder Ejecutivo no puede manejar el presupuesto propio de la Asamblea Legislativa, porque interferiría en el núcleo de competencia concreto del Parlamento.  A diferencia de las instituciones autónomas, el Poder Legislativo goza de irrestricta autonomía administrativa sin interferencia del Ejecutivo.  Argumentan que la violación constitucional está contenida en el Oficio 140 de fecha 14 de abril de 2004, emitido por la Dirección General de Presupuesto Nacional, firmada por su Director General José Luis Araya Alpízar.  En ese oficio se informó que para el proyecto de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el año 2005, ese Despacho incluirá en un mismo artículo los egresos de los Órganos de Gobierno de la República, como un título presupuestario, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos (LAFRPP). Argumentan los accionantes que ese artículo 8 no establece que el presupuesto de un poder distinto al Ejecutivo deba quedar incluido en el mismo artículo que los egresos de los Órganos de dicho Poder, entonces, para los accionantes, el oficio 140 le está dando a ese artículo 8 unos alcances que no tiene y establece una forma de interpretar que deja de lado el artículo 1 de la misma ley, que en su apartado b) dice que esa Ley será aplicable a: “b) Los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de Poderes establecido en la Constitución Política”. Entonces se acudió a una interpretación aislada para elaborar el proyecto de presupuesto 2007, en el cual se dejó por fuera determinados programas que el legislador había concebido en otras leyes presupuestarias anteriores, los cuales servían para salvaguardar presupuestariamente la independencia de poderes.  Lo anterior llevó a no incluir las transferencias del Gobierno Central en el presupuesto para el ejercicio económico de 2007.  En el proyecto de presupuesto estaban previstas erogaciones denominadas “transferencias” a favor de otros Poderes de la República. La transferencia es el monto máximo a gastar. El solo hecho de generar una planilla de transferencias hace que el gasto se considere devengado, esa planilla de transferencias es el documento de ejecución presupuestario según el Reglamento a la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, se trata de una programación de caja por parte de la Tesorería Nacional. Dejar de establecer el presupuesto de uno de los Poderes como transferencia y en su lugar tormarlo como un presupuesto de egresos, implica que el Ministerio de Hacienda solo girará los recursos efectivamente gastados, eliminando la posibilidad de tener superávit financiero al final del ejercicio presupuestal. Sin ese superávit se impide contar con recursos para mejorar la prestación del servicio. Pasar de transferencia, a presupuesto de egresos, ocasiona limitaciones en la ejecución presupuestaria y podría generar problemas funcionales y operacionales. Consideran que al no ser incluidas las transferencias de recursos se viola la autonomía presupuestaria y financiera de los demás Poderes, porque se impone una uniformidad tal de los Poderes Judicial y Legislativo y sus órganos auxiliares con los órganos del Poder Ejecutivo, que se llega al extremo de desconocer las diferencias que impone el principio de separación de poderes y la garantía de independencia administrativa. Se atenta entonces contra la independencia económica que la Constitución garantiza. Señalan que para la Dirección General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda, la decisión de eliminar las transferencias de recursos es una disposición de orden técnico que no afecta la independencia funcional de la institución, porque ésta continuaría elaborando su plan anual de gastos y su propio plan de ejecución. Pero en los presupuestos para los años 2005 y 2006 los Diputados atendieron pronunciamientos de los órganos afectados (Poder Judicial y Poder Legislativo con sus órganos auxiliares) e incluyeron en el presupuesto la parte que garantiza la transferencia, pero eso fue erróneamente pasado por alto para el ejercicio económico de 2007. Los Diputados, pudiendo corregir la inconstitucionalidad aquí alegada, se dieron por satisfechos (acta número 55 de 18 de octubre de 2006, de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios). El referido oficio 140 de fecha 14 de abril de 2004, de la Dirección General de Presupuesto Nacional señaló que las autoridades administrativas de los Poderes del Estado debían presentar el anteproyecto de presupuesto sin las transferencias. Eso se transformó en una orden a cumplir, respecto de la cual, en el oficio AJ-306-2004 DGPN (dirigido al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y suscrito por el Director General de Presupuesto) se afirmó que esa disposición no afecta la independencia funcional porque cada oficina continuará elaborando su plan anual de gastos según las necesidades propias de la institución, pero consideran que eso contradice lo resuelto por la Sala Constitucional en el considerando VI del voto 919-99, donde señaló que los Poderes deben disponer de un margen suficientemente amplio de autodeterminación e independencia en el presupuesto, y el Poder Ejecutivo no puede ejercer influencia sobre las decisiones de los otros Poderes, ni usar el presupuesto como mecanismo de presión. Entonces, es criterio de los accionantes que la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda realizó una interpretación errónea de los artículos 1, 8 y 32 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, al aplicarlos indebidamente en el proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007, que se convirtió en la Ley 8562, en la cual, las partidas del Poder Legislativo están identificadas solo por un código presupuestario, como si se tratara del presupuesto del Poder Ejecutivo. A juicio de los accionantes eso implica violentar la autonomía funcional, presupuestaria y administrativa de los Poderes, pues el Ministerio de Hacienda entiende que éstos solo pueden programar y elaborar su plan anual de gastos, limitando así su autonomía para desenvolverse en el ámbito de sus competencias, rebajando su status de Poder de la República, dándole un rango similar al de un órgano del Poder Ejecutivo. 



	07-06845-007-CO


	Iris Westin Bonilla contra el Artículo 17 de la Ley No. 1922 del  05 agosto de 1955 
Resolución de 11:30 horas del 12 de diciembre del 2007

Boletines Judiciales No. 04, 05 y 06 del 07, 08 y 09 de enero del 2008.

	CADUCIDAD DE PENSION POR NUEVAS NUPCIAS

La norma se impugna por los siguientes motivos: a).- La normativa impugnada afecta no solo el aspecto patrimonial y social sino también sus derechos constitucionales, ya que se le obliga a prescindir de un derecho que es irrenunciable, como lo es la pensión; b).- Por resolución número AG-JPIG-DNP-1799-2007 de las 14:30 horas del diecisiete de abril del dos mil siete la Junta de Pensiones de Indemnizaciones de Guerra declaró caduco su derecho a recibir una pensión de guerra de quien en vida fue su esposo; c).- El matrimonio jurídicamente es una institución que como tal tienen la virtud de garantizar bajo reglas seguras y estables un elenco de relaciones, un sistema de presunciones de orden personal y patrimonial que facilita la convivencia en esas condiciones y una norma legal no puede cambiar su valor o rango constitucional provocando una serie de perjuicios a ese tipo de relaciones; d).- La norma en cuestión impide a los ciudadanos de forma indirecta a contraer matrimonio ya que automáticamente perderían el beneficio de esa pensión; e).- Se coloca a la pareja en una situación de desigualdad, frente a la familia con base en el matrimonio legal afectando derechos patrimoniales, ya que para no perder el beneficio de pensión es preferible unirse de hecho y no legalmente; f).- La supresión se realiza de oficio, sin respetar un debido proceso mediante el cual se pueda ejercer el derecho de defensa; g).- El numeral cuestionado indica "puede declararse caduco el beneficio jubilatorio por nupcias de la viuda pensionada", la palabra puede, no es imperativa, lo que implica que con una simple resolución no se puede cancelar el beneficio, requiere de una investigación de mayor profundidad  


	07-14259-007-CO


	Mario Alberto Zamora Cruz en su condición de apoderado especial de Yosbel Carvajal Guerra, contra el Decreto Ejecutivo número 33837-G de 29 de mayo de 2007.

Resolución de 14:30 horas del 10 de diciembre del 2007
Boletines Judiciales No. 04, 05 y 06 del 07, 08 y 09 de enero del 2008.

	RENOVACION AUTOMATICA DE CEDULAS DE RESIDENCIA. 

El decreto se impugna en tanto prórroga automáticamente las cédulas de residencia vencidas, permitiendo a la Dirección General de Migración y Extranjería  no resolver expresamente las solicitudes que se le presentaron incluso antes de que saliera publicado el referido decreto, lo que estima constituye una disfunción administrativa que lesiona el derecho fundamental del peticionario a recibir expresa respuesta consagrado en los numerales 27 y 41 constitucionales, así como el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, ampliamente desarrollado en el voto 11382-2003 de esta Sala. Agrega que la prórroga automática de la cédula de residencia causa  al extranjero residente un grave perjuicio, en el tanto le impide  contar  con un documento vigente que  pueda mostrar, como medio idóneo para acreditar el plazo por el que se le concedió residencial legal en el territorio nacional, comprometiendo de esta manera su fácil regreso al territorio  nacional,  en el caso de que viaje a su país de origen, puesto que las autoridades de otros países no conocen de la existencia del referido decreto, ni de la prórroga automática de la cédula de residencia que éste autoriza. Adicionalmente se amenaza la libertad de tránsito, en tanto carecen de un documento adecuado para mostrar ante las autoridades nacionales la regularidad de su  situación migratoria, cuando les soliciten acreditar tal condición. 

	07-15484-007-CO


	Fernando Sánchez Campos, para que se declaren inconstitucionales los artículos 2, 3, 4 y 43 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, número 8422 del 06 de octubre del 2004 y el artículo 3 inciso h) de la Ley 6815.

Resolución de 15:30 horas del 21 de diciembre del 2007
Boletines Judiciales No. 10, 11 y 12 del 15, 16 y 17 de enero del 2008.

	PERDIDA DE CREDENCIALES DE DIPUTADOS

Los artículos se impugnan en cuanto violan el principio constitucional que dispone que las causales para la pérdida de credenciales de los miembros de los Supremos Poderes son taxativas y reguladas directamente por la Constitución Política. De una interpretación armónica de los artículos 111 y 112 que se refieren a los diputados, 143 en cuanto a Ministros y 165 en relación con los Magistrados del Poder Judicial, todos de la Constitución Política, se deriva el principio constitucional de que las causales de cancelación de las credenciales de los miembros de los Supremos Poderes son exclusivas y su regulación es materia reservada a la Constitución Política. Los artículos 111 y 112, que se refieren expresamente a los diputados, señalan que éstos perderán su credencial si violan alguna de las prohibiciones contenidas en ellos. Estas disposiciones refuerzan el argumento de que el constituyente originario juzgó oportuno que las causales de cancelación de las credenciales de los miembros de los Supremos Poderes fueran establecidas expresamente por la Constitución, con la exclusión de cualesquiera otro tipo de acto normativo de inferior rango, salvo en lo relativo a la implementación del procedimiento para establecer la respectiva sanción. Por tanto, el legislador está inhibido para ampliar el catálogo de las causales de pérdida de credencial de los miembros de los Supremos Poderes, cuyo establecimiento es privativo de la Constitución. Las normas impugnadas violan también el artículo 121 inciso 22) de la Constitución, el cual dispone que corresponde a la Asamblea Legislativa por mayoría calificada, darse el régimen interno de su despacho. La pérdida de credenciales es materia relativa al régimen interno de la Asamblea Legislativa, pues se refiere al status jurídico de los diputados. Por ello, la regulación del procedimiento para determinar la eventual pérdida de credenciales de los diputados es materia privativa del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa.  No existe, sin embargo, en el Reglamento vigente, ninguna disposición que regule expresamente el tema de la pérdida de credenciales. Las normas impugnadas violan el artículo 33 de la Constitución Política, pues le otorgan el mismo tratamiento a diputados y al resto de los funcionarios públicos aunque están ubicados en situaciones de hecho diferentes. Adicionalmente, el deber de probidad no es de aplicación puntual para quien ejerce como diputado, pues el mismo supone una limitación severa al ejercicio de las atribuciones constitucionales de los diputados, pues los obliga a comportarse de manera imparcial en el ejercicio de sus atribuciones, cuando el mandato representativo que ejercen debe hacerse en un marco de entera libertad. Si las causales para decretar la pérdida de credenciales de los miembros de los Supremos Poderes están sujetas a una reserva constitucional expresa, la Ley ordinaria no puede ampliar ese catálogo. Finalmente, el artículo 3 inciso h) de la Ley 6815 es inconstitucional por lesionar el artículo 9 constitucional que contiene el principio de división de funciones, según el cual cada poder es independiente dentro del ámbito de sus competencias constitucionalmente asignadas  

	07-16021-007-CO


	Víctor Rojas Morales en su condición de Secretario General del Sindicato de  Trabajadores del Sistema Aduanero Nacional, para que se declaren inconstitucionales los artículos 13 y 120 de la  Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, número 8131 
Resolución de 08:30 horas del 19 de diciembre del 2007
Boletines Judiciales No. 10, 11 y 12 del 15, 16 y 17 de enero del 2008.

	PAGO DE POLIZA POR PARTE DE FUNCIONARIOS PUBLICOS

Las normas se impugnan en cuanto obligan a determinados funcionarios públicos a asumir el pago de una póliza por el ejercicio de labores que de acuerdo con el puesto que ostentan, son en corresponderles dentro del Servicio Aduanero Nacional. Ello es contrario a lo dispuesto en el artículo 9 del Convenio de la Organización Internacional del Trabajo N° 95 ratificado por la Asamblea Legislativa y publicado mediante Ley número 2561 del 11 de mayo de 1960 que de conformidad con el artículo 7 Constitucional tiene valor superior a la ley, lo que significa que existe una colisión entre las normas impugnadas y la disposición del Convenio de la O.I.T. que debe resolverse a favor de éste último.  
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AMBIENTE 

1569-08. PROHIBICION DE PUBLICIDAD EXTERIOR EN ESCAZU. Acción de Inconstitucionalidad contra de las normas del Plan Regulador del Cantón de Escazú sobre Publicidad Exterior. El accionante pretende que esta Sala anule las restricciones a la colocación de publicidad exterior que impuso el Plan Regulador de la Municipalidad de Escazú. A su juicio, el plan refleja una persecución irracional, pues establece zonas de uso y, para cada una de ellas, dispone el tamaño, la ubicación y las características de la publicidad exterior, de manera tal que en realidad la prohíbe. Los argumentos del accionante descansan sobre un supuesto, que la publicidad exterior no causa daños a terceros. De esa manera, toda restricción resulta excesiva. Sin embargo, con base en las consideraciones dadas en la sentencia y la jurisprudencia citada (537-98, 1901-94, 5503-02, 15109-06, 5503-02, 5236-99, 5893-95, 1360-97, 6324-03, 5503-02, 15109-06, 2765-97), se concluye que  la publicidad exterior sí tiene un impacto negativo sobre el paisaje, lo que forma parte del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado; las limitaciones procuran preservarlo. Por otra parte, no se ha planteado ningún motivo para considerar que, en relación con ese fin, las limitaciones sean irracionales. SL

1109-08. SE IMPUGNA PERMISO PARA PISTA DE ATERRIZAJE EN SAN RAMON. Acusa el accionante  la lesión al derecho al ambiente debido a que la Municipalidad de San Ramón y el Ministerio de Ambiente y Energía han otorgado permiso a Ben Montgomery Carl para que en su propiedad sita en Piedades de San Ramón  construya una pista de aterrizaje sin los permisos de SETENA y la Dirección General de Aviación Civil. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que las autoridades recurridas actuaron conforme a derecho en el otorgamiento de los permisos, razón por la cual se declara sin lugar el recurso. SL  

1172-08. PROBLEMAS DE DESAGUE, GENERA INUNDACIONES EN CARTAGO. Acusan los recurrentes que las autoridades recurridas han transgredido la normativa constitucional, pues pese ha que han denunciado la problemática con un desagüe que causa serios problemas, a la fecha no han realizado las obras para la reparación. Por lo anterior ocurren desbordamientos y estancamientos de agua, lo que pone en riego la salud de las personas y el ambiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Cartago. Se le ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Cartago, que procedan de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, a realizar todas las acciones necesarias para solucionar el problema del desagüe en frente de la Urbanización Clara Rosa en Dulce nombre de Cartago a fin de que el mismo permanezca libre de todo tipo de basura que obstruya el libre discurrir de las aguas. Además, deben realizar un estudio en el cual se determine la capacidad de desagüe y realizar las obras de infraestructura necesarias para corregir el problema denunciado por los recurrentes, lo cual deberán concluir en un plazo de seis meses, contado a partir del comunicado de esta resolución. En cuanto a los demás recurridos, se declara sin lugar el recurso. CL
1191-08. PROBLEMAS DE ALCANTARILLADO PLUVIAL EN PEREZ ZELEDON. Los recurrentes, vecinos de Pérez Zeledón, consideran que el problema de alcantarillado pluvial que aqueja su barrio violenta su derecho a gozar de un ambiente sano y su derecho a la salud puesto que eso provoca estancamiento de aguas con todos los problemas que ello implica. Todo lo anterior a pesar de que han realizado múltiples gestiones en el Ministerio de Salud, la Municipalidad de Pérez Zeledón y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, desde setiembre del 2005 y sin obtener todavía una solución a la problemática. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de la Municipalidad de Pérez Zeledón, proceder inmediatamente a coordinar acciones a efectos de solucionar de forma definitiva el problema de alcantarillado pluvial que aqueja al Residencial El Valle para que las aguas servidas no sigan siendo vertidas al alcantarillado pluvial ni haya desbordamiento de las aguas pluviales. Lo anterior dentro del plazo máximo de tres meses a partir de la notificación de esta resolución, debiendo además tomar inmediatamente después de notificada esta resolución una medida provisional mientras se da una solución definitiva. De la misma forma se ordena a la Ministra de Salud, y al Gerente con poder generalísimo sin límite de suma del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, prestar a la Municipalidad de Pérez Zeledón la colaboración necesaria, dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de solucionar de forma definitiva el problema de alcantarillado pluvial que aqueja al Residencial El Valle. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el actual y el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Pérez Zeledón si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
30-08. RELLENO SANITARIO DE LA CARPIO.  Solicita el recurrente que se ordene la clausura del Relleno Sanitario La Carpio, pues señala que para su instalación no se consultó a las municipalidades, no se respetó una distancia razonable con respecto a los vecinos del lugar, y actualmente se genera toda una problemática de naturaleza ambiental por los malos olores que produce, sobre todo desde que se incrementó la cantidad de desechos provenientes de otras localidades diferentes a San José y por no mantener todas las chimeneas en buen estado, además que se realiza un manejo inadecuado de desechos y la contaminación de la aguas pluviales con lixiviados, poniendo en riesgo los mantos acuíferos. Consideran que lo anterior resulta violatorio de su derecho a la salud y a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues las autoridades recurridas no han hecho nada al respecto. Se citan algunos fallos emitidos por la Sala sobre el tema planteado: 3160-00, 5224-00, 10186-01, 16035-05. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, la Sala considera que las autoridades recurridas competentes han actuado dentro del margen de su competencia, para resolver el problema denunciado por los vecinos. Se declara sin lugar el recurso, con las advertencias hechas en la parte considerativa de esta sentencia. SL  

ASAMBLEA LEGISLATIVA
1001-08. PARTICIPACION DE AUTORIDADES GUBERNAMENTALES EN REFERENDUM. INCONSTITUCIONALIDAD POR OMISION. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 20 de la Ley 8492 de 09 de marzo de 2006, y otras normas. Los accionantes impugnan la norma pues a su juicio, la decisión del legislador de limitar la prohibición legal a la utilización de fondos presupuestarios –y no extenderla a la participación de las autoridades gubernativas-, si bien de buena fe, constituye un error en la apreciación de la esencia del instituto referendario, en tanto la intervención del gobierno en lo que es una contienda entre ciudadanos distorsiona de manera grave el proceso. Es evidente entonces, que los accionantes impugnan la norma, no por su contenido –prohibición de utilizar fondos públicos para apoyar proyectos sometidos a referéndum-, sino por lo que no regula o prohíbe, la participación directa de las autoridades gubernativas. Dicha omisión estiman es un ‘error’ del legislador, que a su juicio, la Sala Constitucional debe enmendar, a partir del contenido del artículo 95 inciso 3 constitucional. Sobre este aspecto, es oportuno recordar que la omisión que tiene relevancia constitucional y que por tanto puede impugnarse ante esta jurisdicción, se configura al ser confrontada con un deber u obligación prevista directa y expresamente en el Derecho de la Constitución. Sobre el tema, se citan las sentencias 4394-02, 14-05 y 59-05. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, en virtud de que no existe un mandato constitucional expreso que obligue al legislador a incluir en la Ley que regula el referéndum un determinado contenido normativo, no se configura la inconstitucionalidad por omisión que los accionantes alegan, aspecto por el cual la acción debe rechazarse por el fondo. Asimismo, al tener el T.S.E. competencia para interpretar la Constitución Política en forma exclusiva y obligatoria en todo lo relativo al sufragio se concluye que ello incluye también los actos referidos al plebiscito y/o referéndum, así como la interpretación de las normas que regulan dichos procesos a la luz del Derecho de la Constitución. Por tal razón, la Sala no pueda entrar a analizar el argumento relativo al alcance extensivo de la garantía de imparcialidad incorporado en el artículo 95 inciso 3) de la Constitución Política –ni en cuanto a su oportunidad y/o conveniencia-, por ser dicha competencia exclusiva del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la inconstitucionalidad por omisión alegada. En lo demás se rechaza de plano. RF y RP
BANCARIO 
1410-08. LISTA NEGRA. Señala la recurrente que en los registros del Banco Popular aparece operación de crédito cancelada por cobro judicial a pesar de que fue cancelada desde el año de 1989, sin embargo, el hecho de que continúe apareciendo dicha operación en los registros del Banco, hace que no pueda ser sujeto de crédito, por lo que solicita se anule el archivo que consta desde hace 18 años. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada, y el Magistrado Armijo salvan el voto, y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
696-08. REBAJO DE FIANZA SIN AUDIENCIA PREVIA. Alega el recurrente que sin que existiera aviso ni gestión de cobro de ninguna clase, la Caja de Préstamos y Descuentos de Empleados del Poder Judicial, solicitó al Departamento de Personal del Poder Judicial, el rebajo de su salario por 2 fianzas otorgadas. Que tal actuación no solo resulta contraria al procedimiento preceptuado en el Código Procesal Civil. Sobre este tema, la Sala en la sentencia 2453-05, señaló que el rebajo de fianzas, constituye materia de mera legalidad, que deberá ser ventilada en las instancias correspondientes. RF
COLEGIOS PROFESIONALES
830-08. RECONOCIMIENTO DE TITULO. NIEGAN INCORPORACION. Alega la recurrente que obtuvo el Título de Especialista en Patología y Cirugía Bucal (oral) emitido por la Pontificia Universidad Javeriana de la República de Colombia, especialidad que en Colombia se estudia en forma conjunta y tiene una duración de dos años.  Indica que dicho título fue convalidado por las autoridades de la Universidad de Costa Rica y del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), según el programa del país de origen. Afirma que la Junta Directiva del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica interpreta de forma restrictiva el artículo 9 del Reglamento del Colegio, en el sentido que para obtener de cada una de las especialidades debe haberse cursado un mínimo de veintiún a veinticuatro meses, sin tomar en consideración que en la mayoría del mundo las universidades laboran en cuatrimestres o semestres, incluso, que los post grados se cursan en un tiempo mucho menor.  Pese a ello, la Junta Directiva del Colegio recurrido denegó la solicitud de incorporación a dicho Colegio Profesional, limitándole con su derecho al libre ejercicio de la profesión. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Junta Directiva del Colegio de Cirujanos Dentistas adoptado en la Sesión No. 1377 del 29 de agosto de 2007, que rechazó la solicitud de incorporación como especialista a la recurrente. Se ordena al Coordinador de la Comisión de Especialidades del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica y al Presidente del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica, inscribir a la amparada en el Registro de Especialidades Odontológicas. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Araya pone nota y da razones diferentes. CL
593-08. SANCIONES POR ATRASO EN EL PAGO DE CUOTAS EN COLEGIO DE INFORMATICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra la parte final del artículo 11 y del artículo 15 de la Ley 7537. Los artículos se impugnan en cuanto, considera el recurrente, establecen un procedimiento excesivamente gravoso para el levantamiento de la sanción impuesta por morosidad, que en la práctica hace imposible reincorporar a los profesionales suspendidos en el ejercicio efectivo de sus labores, lo cual viola su derecho al trabajo. Este artículo dispone que la incorporación del asociado moroso debe ser acordada por la Asamblea General, órgano superior del Colegio. Eso significa, que existe la posibilidad de que el asociado suspendido tenga que esperar casi un año para que su reincorporación sea aprobada, no obstante haber regulado su situación financiera con el Colegio, lo cual agrava aún más su situación. En este caso, considera la Sala que l a norma no supera el test de razonabilidad indicado por este Tribunal, entre otras, en la sentencia número 08858-98. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Cuando las cuotas atrasadas cubran un período de dos años, la reincorporación deberá ser aprobada por la Asamblea General, previa satisfacción de los requisitos que al efecto establezca el reglamento de esta ley.", contenida en el artículo 11 de la Ley N° 7537. En lo demás se declara sin lugar. Esta inconstitucionalidad es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las normas que parcialmente se anulan. CL Parcial 

COMERCIO
1571-08. OBLIGACION DE PRESENTAR COPIA DE DECLARACION ADUANERA DEL PAIS EXPORTADOR PARA DESALMACENAR LA MERCADERIA EN ADUANAS. Acción de inconstitucionalidad contra del artículo 86 de la Ley General de Aduanas (7557), reformada por la Ley 8373. En este caso, se alega  tres vicios de inconstitucionalidad de la norma: a) Violación a la libertad de comercio, toda vez que, la exigencia de presentar una copia de la declaración oficial aduanera del país exportador para las mercancías importadas, es un requisito imposible de cumplir para los importadores, puesto que, la mayoría de los países con los cuales Costa Rica posee relaciones comerciales, no expiden tal documento, el que, a su vez, es un requisito indispensable para desalmacenar la mercadería que se encuentra en las aduanas; b) quebranto a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, dado que, la norma en cuestión, lejos de facilitar y agilizar las operaciones de comercio exterior, tal y como dispone el artículo 6°, de la Ley General de Aduanas, las impide, convirtiéndose el requisito citado en una barrera no arancelaria al comercio y c) vulneración al principio de igualdad, toda vez que, la norma bajo estudio crea una desigualdad ante la ley entre aquellos países que sí emiten una declaración oficial aduanera y los países que no poseen esa declaración. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación a la libertad de comercio y al principio de razonabilidad y proporcionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del párrafo 5° del artículo 86 de la Ley General de Aduanas, Ley No. 7557 de 20 de octubre de 1995, reformada por la Ley No. 8373 de 18 de agosto de 2003 que establece lo siguiente: "(...) y una copia de la declaración oficial aduanera del país exportador, que incluya el valor real de la mercancía, el número y monto de la factura, el número del contenedor, el peso bruto y neto, y el nombre del importador". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL

1568-08. CERTIFICACIONES EXPEDIDAS POR CONTADOR PUBLICO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 166 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Alega el recurrente que la reforma realizada -por medio de los cuáles se le otorga el carácter de título ejecutivo a la certificación de saldos expedidas por un Contador Público Autorizado- es contraria a los principios constitucionales de igualdad ante la ley, debido proceso y derecho de defensa consagrados en la Constitución Política. A diferencia de otros títulos ejecutivos, la indicada certificación de contador público solo admite como único medio de defensa el de pago. Por otro lado, la defensa de prescripción del documento que sirvió de base al crédito otorgado no puede alegarse, todo ello en contra de los principios constitucionales de defensa, ya que el funcionario emisor del certificado ni siquiera menciona si existe o no documento base de garantía, sino que simplemente certifica la existencia de un saldo, sin respaldo, por el sólo hecho de tener fe pública. De la simple lectura de la norma impugnada, es obvio que éste no establece ninguna de las restricciones o limitaciones que le achaca el actor, relativas al debido proceso, específicamente en cuanto a las posibles defensas que pueda ejercer un demandado en la vía ejecutiva frente a un título cobratorio de esa naturaleza. En tesis de principio, esto por sí sería suficiente para desestimar la demanda. Ahora bien, es menester recordar que la Sala ya ha tenido oportunidad de examinar el artículo 611 del Código de Comercio ante alegaciones similares a las que se formulan en este caso. Se citan las sentencias 785-99, 1790-99, 8767-00, 10089-02, 3056-03, 3909-05. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
1570-08. OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE TAXI SIN LICITACION. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 36 bis de al Ley 7969. Alega el accionante que el artículo impugnado, fue una modificación que se tramitó por parte de la Asamblea Legislativa para regular una situación que se presentó con el concurso publico para la asignación de concesiones particulares para la prestación del servicio público de transporte en la modalidad de taxis. Relatan que como resultado de dicho concurso, muchas de las concesiones licitadas en cada una de las bases de operación individuales quedaron "desiertas" porque no lograron adjudicarse porque faltaron oferentes elegibles. Por tal razón ello se promovió la reforma legal discutida en donde se autoriza al Consejo de Transporte a designar concesionarios "por acto motivado" con lo cual se entroniza de nuevo la parcialidad y la política de privilegios. Estiman que ese artículo legal no se justifica desde ningún punto de vista porque, si de verdad el Consejo quiere hacerlo de forma legal como dice, no necesita acudir a escoger "a dedo" sino que puede seguir las reglas de la ley para adjudicar según la calificación de cada uno. Entienden que al abandonarse este sistema por uno que deja en manos de la discrecionalidad del Consejo definir a quien le corresponde placa, es una infracción a los principios de legalidad, irretroactividad, igualdad, y las reglas y principios constitucionales que rigen la contratación administrativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que  no es inconstitucional el artículo impugnado, en tanto resulta el ejercicio válido de la potestad legislativa, a través de la cual se pretendió ampliar y completar las reglas de adjudicación contenidas en la citada ley, respecto de algunas situaciones fácticas no contempladas  y cuya solución por otra vía afecta innecesariamente la eficiencia de las actuaciones públicas.  Al respecto entiende la Sala que es válido que la Asamblea Legislativa introduzca y ajuste las reglas de juego que ella misma estableció de modo que los actos de las autoridades públicas sigan las pautas establecidas. Igualmente, es menester señalar que esta por esta vía no se juzga ni analiza, por no  -existir competencia para ello-  las afectaciones constitucionales a las normas y principios constitucionales antedichos que puedan originarse en la aplicación de la norma impugnada a procesos concursales tramitados con anterioridad a la promulgación de la norma discutida. SL

739-08. NEGOCIACION DE CONTRATO. Acusa el recurrente el quebranto del derecho fundamental de acceso a la justicia en perjuicio de su representada la empresa Alterra Partners Costa Rica S.A., aduciendo que el acuerdo adoptado por el Consejo Técnico de Aviación Civil, la obliga a desistir de un proceso incoado en la jurisdicción contencioso administrativa como condición previa a la firma de un addendum al contrato de gestión interesada del Aeropuerto Juan Santamaría. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que lo planteado forma parte del proceso de negociación vigente entre el Consejo Técnico de Aviación Civil, la Corporación Financiera Internacional (IFC) y Alterra Partners Costa Rica S.A.. Existe abundante evidencia en el referido expediente acerca de la existencia de ese proceso de negociación en cuyo marco ambas partes han planteado exigencias y concesiones recíprocas acorde con los intereses que validamente detentan por tratarse de un contrato oneroso. SL 

DERECHO A LA EDUCACIÓN

1110-08. SANCION A ESTUDIANTE. Acusa la accionante la violación al debido proceso en la sanción  aplicada a su hijo por parte de la  Escuela Unificada República del Perú Vitalia Madrigal, específicamente en el rebajo en la nota de conducta de treinta y dos puntos y la acción correctiva la interrupción del proceso educativo por el plazo de cinco días naturales. Sobre el tema se cita el voto 8906-00. En este caso consta, que al amparado se le dio debido proceso antes de imponerle la sanción, razón por la que procede declarar sin lugar el recurso. SL
1096-08. ELIMINAN PROGRAMAS DE TELESECUNDARIA. Acusan los recurrentes la violación a su derecho a la educación de los estudiantes Bajos del Toro Amarillo, Colonia Anateri y San Antonio Zapotal ubicados en Valverde Vega, por cuanto no se impartirá este año el sistema de educación de telesecundaria, lo cual afecta la continuidad de la educación de todos los estudiantes matriculados, por diversas circunstancias, sobre todo por dificultades de la accesibilidad geográfica producido por lo quebrado del terreno. Este Tribunal ha indicado en reiteradas ocasiones, que el derecho a la educación, por pertenecer a los llamados derechos progresivos, requiere para su plena vigencia de la capacidad del Estado para garantizarlo, y aunque no se puede pretender que el Estado lo garantice más allá de su capacidad real para financiarlo, sí debe garantizar el acceso a la educación, sin que ello implique en modo alguno, que el ingreso o la matrícula lo sea en el Centro de Educación o módulo que se pida, sino en el que sea factible su ingreso, conforme a las posibilidades de cupo y no establecer limitaciones sobre las condiciones personales del alumno que lo priven de acceder al sistema educativo en general. En este caso concreto, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que los planes de telesecundaria revelan resultados deficientes, por lo que se dispuso su transformación en instituciones de secundaria regular y que se han tomado las alternativas necesarias a fin de que las comunidades puedan accesar a las diferentes opciones que le facilita esa cartera. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
1175-08. NIEGAN INFORMACION DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que la Refinadora Costarricense de Petróleo, le niega información de un funcionario de la institución, referente a los pluses salariales que devenga por el ejercicio profesional así como si el domicilio registrado es el mismo que declaró ante el Juez Contravencional, en un caso concreto. Aduce que por oficio AC-CS-147-2007 del diez de diciembre de dos mil siete, se le informó de la imposibilidad de suministrar la información de acuerdo con el criterio de la Asesoría Legal de RECOPE. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Aseguramiento de Calidad de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE), suministrar a la amparada la información solicitada por ella el dos de noviembre de dos mil siete, salvo aquella referente a la dirección del funcionario que le interesa. CL Parcial
DERECHO A LA SALUD

1572-08. CREACION DEL INSTITUTO COSTARRICENSE  CONTRA EL CANCER.  En esencia, la acción interpuesta plantea  diversos órdenes de consideraciones; a saber: a) errores graves en el procedimiento de elaboración de la ley; b) la delegación de una competencia que es de su resorte  exclusivo del Estado en el campo de la salud; c) la exclusión del control de fiscalización que ejerce la Contraloría General de la República sobre el Instituto; y d) la no obligatoriedad de contratar a través de los mecanismos propios de la licitación pública. En cuanto a la normativa cuestionada, se impugna la totalidad de la Ley número, por medio de la cual se crea el Instituto Costarricense contra el Cáncer.  Se declara con lugar la acción por violación de trámites sustanciales en el procedimiento de la Ley número 7765 de diecisiete de abril de mil novecientos noventa y ocho. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula la Ley de Creación del Instituto Costarricense contra el Cáncer, que es la número 7765. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sea, el cuatro de junio de mil novecientos noventa y ocho, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este fallo en el sentido de que el Instituto Costarricense Contra el Cáncer podrá continuar operando hasta por un plazo de tres años a partir de la notificación de esta sentencia, plazo que se concede para que la Asamblea Legislativa defina, en ley debidamente tramitada y promulgada, la creación de dicho Instituto, y de no ser así, se tomen por parte del Ministerio de Salud, las medidas necesarias para asegurar una ordenada transición administrativa de todos los recursos humanos y materiales así como los derechos y obligaciones, del Instituto a la Caja Costarricense de Seguro Social. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Legislativo, y a la Caja Costarricense de Seguro Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL 

1433-08. TRATAMIENTO DE REHABILITACION. Señala el recurrente el quebranto de su derecho a la salud porque alega que pese al severo deterioro que sufre su corazón y al hecho que su médico tratante lo refirió para que se le brinde un tratamiento de rehabilitación cardiaca, en el Centro Nacional de Rehabilitación, donde le confirieron cita para dentro de seis meses. El accionante también alega que el retardo anterior, no solo resulta injustificado, sino que, además, pone en riesgo, el tratamiento con células madres que le fueron implantadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación, tomar las providencias necesarias para que al amparado, se le brinde inmediatamente el tratamiento que requiere y para que dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esa resolución, se amplíe la cobertura de la demanda del plan de atención de rehabilitación cardiaca. CL
1430-08. MEDICAMENTO. Alega el recurrente, paciente que sufre de cáncer de riñón metastásico, que ha sido lesionado su derecho a la salud y a la seguridad social por cuanto, pues a pesar de que su médico tratante le prescribió el uso del medicamento denominado Sunitinib, el Comité Central de Farmacoterapia de la CCSS no le aprobó la gestión para que se le suministre, al no estar incluido en la Lista Oficial de Medicamentos de esa institución. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Médico General a.i del Hospital México; al Gerente de la División Médica; a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, al Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología; y al Presidente Ejecutivo, todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias, para que de forma inmediata se entregue al amparado el medicamento denominado Sunitinib, bajo la estricta responsabilidad de la médico tratante. CL
1437-08. MEDICAMENTO. Señala la recurrente, que padece de hipertensión arterial pulmonar, motivo por el cual el medico tratante en el Servicio de Neumología del Hospital Dr. Calderón Guardia le recetó el medicamento denominado Sildenofil; sin embargo, dicho fármaco actualmente se encuentra agotado, lo cual pone en riesgo su salud y su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que gire las órdenes que correspondan para que le sea suministrado a la amparada, de forma inmediata, el medicamento Sildenafil 25 mg. prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
907-08. MEDICAMENTO. Acusa el recurrente que a pesar de que  paciente de 76 años de edad, es hipertensa, y su crisis se ha agravado durante los últimos seis meses,   se  le niega tratamiento de co-aprovel y plendil, prescritos por su médico tratante,lo que estima violatorio de su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto está dirigido contra la Gerente de División Médica y la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia y Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología de la Caja Costarricense de Seguro Social. En consecuencia se ordena a la Gerente de División Médica y Coordinadora del Comité Central de farmacoterapia y Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología de la Caja Costarricense de Seguro; que, de inmediato, giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre a la recurrente el tratamiento prescrito de Co- Aprovel y Plendil en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
908-08. MEDICAMENTO. Alega la recurrente demandó la tutela de su derecho a la salud, en virtud que, en su criterio, el desabastecimiento del medicamento Xeloda que se presenta en el Servicio de Farmacia del Hospital México, le impide continuar el tratamiento prescrito por su médico tratante. Se declara lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y de Director Médico General a.i. del Hospital México, lo siguiente: a) Tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de "Xeloda", y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese medicamento; b) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de ese medicamento antes de que se agoten las existencias y c) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. Tomen nota las autoridades recurridas de lo expuesto en el considerando IV de esta sentencia. CL
909-08. PAÑALES. Alega la recurrente que la Caja no le suministra pañales desechables. Expone que la Caja le practicó una cirugía en la vejiga y, dado que es una persona adulta mayor, requiere de pañales desechables. Mientras estuvo internada en el hospital San Juan de Dios usaba pañales, pero al darle la salida no le proporcionaron ninguno. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, que disponga lo necesario a fin de que, inmediatamente, a partir de la comunicación de esta sentencia, la institución brinde a la amparada, los pañales para adulto que necesite por causa del problema de incontinencia urinaria que presenta, hasta que sea superado. CL
942-08. CITA MÉDICA. Alega el accionante que del Ebais Barrios del Este del Área de Salud Turrialba – Jiménez, fue referida al Servicio de Urología del Hospital Max Peralta en Cartago, donde le señalaron una cita para el 16 de diciembre del 2009, sin embargo, por su condición de salud y en razón de que tiene un quiste en el riñón izquierdo, el cual ha ido creciendo con el transcurso del tiempo, no puede esperar más de 2 años para ser atendida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director médico del Hospital Dr. Max Peralta, disponer lo necesario para que la amparada sea valorada en el servicio de Urología, dentro de un plazo razonable, no superior a un mes. Deberá, además, el Director del Hospital, adoptar las medidas necesarias, solicitando los recursos correspondientes a la institución, a fin de que, paulatinamente, los tiempos de espera para atención de pacientes en el Servicio de Urología sean reducidos a plazos razonables. CL
1003-08. OMISION DE REGLAMENTO DE ESTUDIOS DE BIOEQUIVALENCIA TERAPEUTICA DE MEDICAMENTOS GENERICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la omisión en la aprobación del Reglamento de Estudios de Biodisponibilidad, Bioequivalencia Terapéutica. Se impugna la desatención del Poder Ejecutivo por cuanto el Transitorio I del Decreto Ejecutivo No. 28466-S, vigente desde el año 2000, ordenó la realización de estudios de bioequivalencia a los medicamentos genéricos, dicha exigencia no ha sido efectiva. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la omisión atribuida al Poder Ejecutivo de dictar, dentro de un plazo razonable, la normativa que regula los estudios de equivalencia terapéutica de los productos farmacéuticos de riesgo sanitario, así como también, la omisión de actualizar, regularmente, las listas de productos farmacéuticos de riesgo sanitario. Asimismo, se declara inconstitucional la omisión del Ministerio de Salud de tomar las previsiones presupuestarias correspondientes para poner en práctica estos controles en un plazo razonable. CL
982-08. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que desde hace aproximadamente tres años se le diagnosticó una encefalopatía crónica, motivo por el cual esta en constante tratamiento médico con los especialistas en gastroenterología del centro hospitalario recurrido. A consecuencia de dicho padecimiento crónico debe ingerir diariamente dos dosis -una en la mañana y la otra en la tarde, después de las comidas- de un medicamento denominado lactulosa. No usar ese medicamento hace que entre en etapas de somnolencia y pierda el conocimiento por periodos largos, hasta ser internado en emergencias, cosa que ha sucedido en varias oportunidades y que consta en su expediente médico. De acuerdo con las indicaciones de los médicos que lo han valorado, se le indicó que no usar el referido medicamento diariamente le afectaría el cerebro, los riñones, el sistema respiratorio y demás organismos, sea que se afectaría de manera general su salud y podría fallecer. En vista de que se le agotó ese medicamento, todos los días ha estado apersonándose en la Farmacia del Hospital recurrido a fin de que se le haga entrega del mismo, no obstante, lo único que ha recibido como respuesta es que no hay y que debe comprarlo por su propia cuenta en cualquier farmacia comercial. Lo grave del asunto es que el precio del medicamento es muy alto, en relación con sus posibilidades económicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, y a la Directora a.i. de Farmacia, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, disponer lo necesario para que se suministre al actor, de inmediato, el producto Lactuosa, de acuerdo con las indicaciones de su médico tratante. CL
1000-08. RESOLUCION DE CONFLICTOS ENTRE LA CCSS Y LOS PACIENTES. . Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento General de Revisión de la Práctica de las Ciencias de la Salud en la Caja Costarricense de Seguro Social. Los reclamos que señalan los accionantes al Reglamento impugnado se sintetizan en dos: a) que el procedimiento de determinación de indemnizaciones pagaderas a víctimas de malpraxis infringe el debido proceso constitucional, ya que en su fijación no se toma en cuenta al profesional en ciencias de la salud que presuntamente sería el responsable del daño ocasionado, al cual -encima- luego se le exigirá reintegrar los montos pagados; y, b) que el transitorio único del mencionado reglamento dispone su aplicación retroactiva a procedimientos iniciados con anterioridad a su vigencia. En este caso, se aclara que este pronunciamiento no prejuzga, en modo alguno, acerca de la conformidad o inconformidad del Reglamento con lo dispuesto en el Libro Segundo de la LGAP, o incluso, con otras regulaciones -incluyendo las de la propia Ley Constitutiva de la CCSS- referentes a la competencia para dictar textos como el de interés. Esta Sala ha sostenido que determinar si una norma reglamentaria violenta o excede lo dispuesto en una ley, es un tema de legalidad cuya discusión no corresponde a esta jurisdicción. El artículo 49 de la Carta Fundamental asigna el control de la legalidad de la función administrativa del Estado a la jurisdicción contencioso administrativa, no a la constitucional. Se cita el voto 1149-00. RF
817-08. PROTESIS. Acusa el recurrente que a pesar de que su médico tratante le prescribió una prótesis consistente en un audífono de dos mil pilas para su oído izquierdo, no se le ha suministrado, alegándose que él tiene que pagarlo y que no hay contenido económico para que ello sea suplido por el Hospital.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y Médico tratante, asistente especialista en otorrinolaringología y médico tratante por su orden, ambos del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que se le suministre al amparado de modo periódico y según las características de la prótesis de oído del amparado, las pilas necesarias que garanticen su óptimo funcionamiento, dentro del improrrogable término de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
482-08. MEDICAMENTO. Acusa la recurrente que padece de cáncer de colon sigmoides recurrente con metástasis en pulmones, siendo que a consecuencia de que el tratamiento convencional con oxaliplatino más capecitabina no surtió el efecto deseado, puesto que no contuvo el avance de la enfermedad, sino más bien, produjo metástasis, su médico tratante del Servicio de Oncología del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia, le prescribió Bevacizumab 330 mg IV cada dos semanas por seis dosis e Irinotecan 280 mg IV cada dos semanas por seis dosis, pues según su criterio técnico, la combinación de estos medicamentos -que no se encuentran en la Lista Oficial-, provoca una mejoría en el período libre de progresión de la enfermedad. Sin embargo, a pesar de que dicha solicitud fue acogida por el Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia y remitida al Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, para su estudio, pero se le comunicó que si bien se autorizaba el tratamiento de IRINOTECAN en la dosis descrita, ésta queda supeditada a que exista contenido presupuestario en la cuenta respectiva del Servicio de Farmacia, con el agravante de que no hizo ninguna referencia a la prescripción del BEVACIZUMAB, a pesar de que el criterio del médico tratante es que se le suministren ambos medicamentos para que produzcan los efectos deseados. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena a la Gerente de la Gerencia División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General, Director Administrativo Financiero, y Directora del Servicio de Farmacia, todos funcionarios del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia, que giren las órdenes y emitan las instrucciones pertinentes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, para que en forma inmediata se le suministre a la amparada, los medicamentos denominados Bevacizumab y Irinotecan, en las dosis y cantidad debidamente prescrita, todo en coordinación con su médico tratante. CL
483-08. MEDICAMENTO. Alega la accionante que padece de cáncer de mama, el cual, ha hecho metástasis y le ha afectado la axila, la zona supraclavicular derecha y presenta metástasis hepática y lumbar. La amparada explica que su médico tratante le prescribió el medicamento Trastuzumab (Herceptin), no obstante, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social le han negado el suministro de este tratamiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en FORMA  INMEDIATA y de acuerdo al consentimiento informado, se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab (Herceptín), bajo la estricta responsabilidad de la médico tratante. CL
484-08. BOLSAS PARA OSTOMIZADOS. Alega el recurrente interpone recurso de amparo contra el Director General, la Directora del Servicio de Farmacia y el Coordinador de la Clínica de Ostomizados, todos del Hospital San Juan de Dios y el Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, indica que es atendido en el Hospital San Juan de Dios debido a los problemas de salud que tiene, que en la Oficina de Ostomizados del Hospital recurrido le comunicaron que no le continuarían suministrando más los parches y bolsas de colostomía marca Coloplast alterna, y que en su lugar le darán las bolsas de marca Convatec.  Alega que tales medicamentos o insumos - en su caso particular - no se adhieren bien a su piel y han provocado en varias ocasiones su desprendimiento y que todos los desechos se salgan, siendo objeto de burlas por parte de otras personas.  Manifiesta que  en el año 2002, la Sala Constitucional declaró con lugar otro recurso en el sentido de que se le suministraran las bolsas y parches marca coloplast alterna, no obstante, se le deniega la entrega de los insumos argumentando que si la Sala Constitucional no dicta una sentencia a su favor en la cual se indique que las bolsas y parches se deben suministrar "de por vida" no se los darán.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y Coordinador de la Clínica de Ostomizados, ambos del Hospital San Juan de Dios, que le provean de forma inmediata al recurrente los parches y bolsas de la marca "Coloplast". CL
274-08. EXAMEN MEDICO. Alega el recurrente que desde el 30 de octubre del 2007 tiene orden de internamiento en la Sección de Urología del Hospital México a efecto que se le opere de la próstata; sin embargo a la fecha no ha sido posible realizar el internamiento ni la operación pese a los esfuerzos de los médicos que lo tratan, ya que no ha sido posible realizarle un examen de la Sección de Medicina Nuclear llamado "examen Gama" que es indispensable para su tratamiento. Dado el cáncer de próstata que tiene, el examen de medicina nuclear es indispensable a efecto de determinar el grado de avance del mismo y conocer si se extendió a los huesos o no. A pesar de que ha demostrado su legítimo derecho como ciudadano en ejercicio, los recurridos se han negado, sin fundamento alguno, a dar alguna explicación, y arbitrariamente mediante este acto se pone en peligro su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Hospital México, remitir en forma inmediata al recurrente a otro hospital de la Caja Costarricense de Seguro Social  para la realización del examen de gama ósea prescrito por el médico tratante o bien a una clínica privada, asumiendo el costo económico del examen la Caja Costarricense de Seguro Social. Asimismo debe el Director del Hospital México adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten situaciones como las alegadas en el presente recurso de amparo, en perjuicio de la salud de los pacientes.  CL
32-08.  MEDICAMENTO. Acusa la accionante que su hijo sufre de leishmaniasis cutánea- úlceras en la cara-. Que para el bienestar de su hijo requiere tomar el medicamento Anfotericina B liposomal. Que  el medico tratante del menor solicitó al Comité Central de Farmacoterapia dicho medicamento, resultando que, el mismo les fue denegado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al  Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que proceda de inmediato  a girar las órdenes que están dentro del ámbito de atribuciones y de su competencia, para que de forma  inmediata se entregue al menor el medicamento Anfotericina B liposomal  de conformidad con la prescripción de su médico tratante. CL
48-08. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que a la fecha de presentación del recurso de amparo no se ha logrado solucionar el problema con el despacho del medicamento que se le debe de entregar la primera semana de cada mes. Indica que así sucedió en el mes de octubre, pues no pudo retirar el médicamente en el EBAIS de Guadalupe de Cartago. Considera que la institución recurrida no puede  alegar la falta de medicamento, pues debe prever la existencia permanente, por lo que estima que se ha infringido su derecho a la salud. Agrega que requiere de manera urgente, diariamente, dos tabletas o cápsulas de Irbesartan 150 mg. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director Médico del EBAIS de Guadalupe de Cartago, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la recurrente, el tratamiento prescrito por sus médicos tratantes; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de Irbesartan y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL
47-08. OPERACION. Alega el recurrente que desde hace nueve años se le diagnosticó una hiperplasia prostática.  Indica que el especialista de Urología le hizo entrega de una orden de internamiento para ser operado en el momento que existiera un espacio disponible, no obstante, han transcurrido dos años sin que se  haya efectuado tal operación. Menciona que el médico tratante le indicó que tenían que hacerle varias biopsias por cuanto no siempre en la primera prueba se logra descubrir el cáncer, además, que dada la escasez de anestesiólogos en el Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia tendrían que practicarle la biopsia por el método antiguo, situación que es sumamente dolorosa para el paciente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Calderón Guardia, y al Jefe del Servicio de Urología de ese Hospital, disponer lo necesario para que se atienda de inmediato al actor, así como para que se elabore su diagnóstico y tratamiento a la mayor brevedad posible, empleando los medios del caso para no provocarle dolor innecesariamente. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

1502-08. SE ACUSA CONSTRUCCION EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. Alega el recurrente la violación a su derecho al ambiente, en virtud que, según afirma la sociedad Brisa de la Bahía S. A. construyó un camino en la zona de manglar para acceder a una vivienda que se edificó en la zona pública de la zona marítimo terrestre y la inactividad de las autoridades públicas recurridas para garantizar ese derecho. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la inactividad reprochada a la Municipalidad de Golfito. Se le ordena al Alcalde Municipal de Golfito que  determine si en el Sector Turístico de Puerto Jiménez se ha producido la usurpación reclamada por el recurrente y proceda a corregir la demarcación de la zona restringida conforme se ordenó en el oficio del Área de Conservación Osa Nº ACOSA-GMRN-075 de 9 de julio de 2007. Asimismo, se le ordena al Ministro del Ambiente y Energía y al Municipal de Golfito, disponer las medidas preventivas que aconseje la prudencia para garantizar que el área de manglar que se ubica en las cercanías del Parrot Bay Village seguirá su proceso de recuperación. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
259-08. CONSTRUCCION EN BIENES DEMANIALES. Alega el recurrente reclama que el representante del Hotel Casa Roland se encuentra realizando unas obras de ampliación de las aceras que se encuentran frente a su establecimiento, para lo cual se está apropiando de la vía pública y construyendo cuarenta y cinco espacios de parqueo sobre la calle, lo cual estima violatorio de los derechos de todos los vecinos, pues se está enajenando un bien de dominio público a vista y paciencia de las autoridades públicas recurridas. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que el particular se encuentre realizando dichas obras con la autorización respectiva, además de que las mismas serán propiedad exclusiva de la Municipalidad de San José, pues en ningún momento se está cediendo parte de la vía pública. La Sala ha señalado, que la ocupación de bienes demaniales es posible, siempre y cuando sea a través de permisos de uso que otorgue la Administración y que esta Sala ha señalado que tienen el carácter de provisionales por la naturaleza misma del bien afectado. Se cita la sentencia 2306-91. Se declara sin lugar el recurso, con las advertencias hechas en la parte considerativa de la sentencia. SL 

155-08. DESALOJO ADMINISTRATIVO. Alega la recurrente que el Ministerio de Seguridad Público acogió una gestión de desahucio administrativo promovida en su contra. Por otra parte, señala que interpuso una demanda ante un Juzgado Civil de Mayor Cuantía de San Jospe, lo que significa que existe una instancia en la cual tiene la posibilidad de hacer valer sus argumentos y aportar las pruebas referidas sobre el mejor derecho que dice tener.  En este sentido, no resulta procedente que la Sala vierta pronunciamiento alguno (positivo o negativo) sobre el caso, porque para dilucidar si ha habido infracción o no de derechos fundamentales, pues primero se debe resolver la situación jurídica de la parte demandante en el plano de la legalidad.  Esta atribución no es de la Sala Constitucional y, más bien, hacerlo podría interferir indebidamente en lo que es competencia de los tribunales ordinarios. Sobre el tema se citan los votos 10263-00, 10228-00, 9954-05. Se llama la atención en el sentido de que la circunstancia de que este pendiente ante alguna instancia jurisdiccional un proceso relacionado con la propiedad que ocupa la amparada, no impide a la administración, continuar con las diligencias de desalojo administrativo y, eventualmente ejecutarlo, pues en tanto la autoridad judicial competente no ordene a la administración la suspensión de los procedimientos, esta en libertad de proceder como en derecho corresponda.  RF
DERECHO DE TRABAJO
1573-08. DESPIDO CON RESPONSABILIDAD PATRONAL, POR INCAPACIDAD MAYOR  A  TRES MESES EN EL SERVICIO CIVIL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 36 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. La norma impugnada establece que se pueden separar a los servidores de sus cargos con responsabilidad patronal, si permanecen más de tres meses incapacitados. La recurrente la impugna, por estimar que se lesiona el derecho a un debido proceso, el derecho a la salud, a la vida y la estabilidad en el trabajo. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y, por ende, nulo el artículo 36 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil por considerarlo contrario al derecho a la seguridad social, a la solidaridad, al derecho a la salud y al trabajo. Por los efectos de esta declaratoria, se dispone que la Administración Pública deberá mantener la incapacidad mientras según criterio médico subsista el motivo de ésta. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de las normas impugnadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
1401-08. EXAMEN MÉDICO PARA PUESTO. Alega el recurrente la violación a su derecho al trabajo al ser excluido del proceso de selección y reclutamiento de investigador criminal del Organismo de Investigación Judicial por padecer deficiencia de percepción de los colores rojo-verde. La Sala se ha pronunciado ya sobre el carácter, valor y trascendencia de las pruebas médicas en los procesos de selección de personal, definiendo su condición de complementariedad de los atestados académicos y profesionales, salvo que circunstancias especiales las tornen determinantes por el servicio a desarrollar. Se citan las sentencias 2580-98, 13986-06, 16796-06 y 4194-07. En este caso concreto, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, no estima la Sala que dicha valoración médica resulte excesiva, siendo, por el contrario, directamente relevante para el cargo propuesto. SL
1199-08. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que por acuerdo tomado en la sesión número 56 celebrada el 21 de noviembre de 2007, se dispuso su suspensión por 45 días como Directora del Colegio San Luis Gonzaga sin observar el debido proceso por lo que estima lesionados sus derechos fundamentales. La Sala ha tenido sobradas oportunidades para examinar cuáles son los elementos básicos constitutivos del debido proceso constitucional en sede administrativa. Sobre el tema se cita la sentencia 15-90. En este caso consta que no se notificó a la interesada del carácter y fines del procedimiento; no se desprende que se le haya indicado expresamente que se le permitía el acceso irrestricto al expediente administrativo –es más, no se logra desprender de los autos que efectivamente exista un expediente administrativo levantado en su contra-; tampoco se colige que se le haya concedido un plazo razonable para la preparación de su defensa así como que se le haya dado la audiencia, ni su derecho a ser oída y a presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes, permitiéndosele aportar la que considerara oportuna para respaldar su defensa.  Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula el acuerdo tomado en la sesión número 56 celebrada el 21 de noviembre de 2007, por la Junta Administrativa del Colegio de San Luis Gonzaga así como también el oficio número J.A.-310-2007 del 21 de noviembre de 2007, suscrito por el Secretario-Asesor Legal de la Junta Administrativa del Colegio de San Luis Gonzaga y en ese sentido se ordena retrotraer el procedimiento, a fin de que se le haga a la tutelada nuevamente el respectivo traslado de cargos, cumpliendo con todas las garantías constitucionales. 

1197-08. SANCION DE HECHO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que mediante resolución inicial de traslado de cargos dictada por la Directora Médica del Área de Salud de Carrillo, se inició un procedimiento administrativo contra la ampara, porque supuestamente ordenó el ingreso interino de una Profesional en Farmacia, sin que estuviese debidamente acreditada para realizarlo, ya que al momento del ingreso de la Profesional, tenía un año y siete meses aproximadamente de no laborar con la institución. Por considerar que el procedimiento en referencia se encontraba prescrito, la amparada procedió a interponer la excepción de prescripción correspondiente. Manifiesta que el Órgano Director procedió a declarar con lugar la excepción de prescripción, y en consecuencia se archivó el expediente. No obstante, en la misma resolución, se determinó como probada la falta endilgada a la amparada. Sobre el debido proceso se citan las sentencias 15-90 y 5469-95. En este caso considera la Sala que lo actuado por la autoridad recurrida, constituye una clara violación a lo dispuesto por el artículo 39 constitucional, pues con sus afirmaciones la autoridad accionada prácticamente impone a la amparada una sanción de hecho, sin que de previo se hubiera efectuado la audiencia oral y privada, que es precisamente una de las etapas del procedimiento administrativo en que se garantiza con mayor fuerza el derecho de defensa del trabajador. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las nueve horas con treinta minutos del veintiséis de octubre de dos mil siete, dictada dentro del procedimiento administrativo seguido contra la amparada. Se ordena a los Miembros del Órgano Director del Procedimiento Administrativo seguido contra la amparada, y a la Directora Médica del Área de Salud de Carrillo-Guanacaste, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias a efecto de que se dicte una nueva resolución en la que no se realicen valoraciones con respecto al fondo del procedimiento seguido contra la amparada, tomando en cuenta que las autoridades recurridas tuvieron por probado que dicho proceso se encontraba prescrito. CL
1228-08. DESPIDO DE FUNCIONARIA PÚBLICA EN COLEGIO SUBVENCIONADO. Alega la recurrente que el Colegio Santa María de Guadalupe ha lesionado sus derechos al debido proceso y a la estabilidad laboral, por cuanto el Director de ese centro educativo le notificó que rescindiría el nombramiento que le asignó el Ministerio de Educación Pública como docente en ese Colegio.  Alega que el código que ocupa se le asignó a otra persona interinamente. En este caso, consta que se trata de una relación laboral establecida con el Estado y no directamente con la Asociación Pro Artesanía y Cultura, administradora del centro educativo recurrido, hecho que excluye su regulación por parte del Derecho privado en razón de que involucra fondos públicos, de donde se obtienen para cancelar el salario de la amparada. En tal virtud, si bien corresponde a la Junta Administrativa de esa Asociación el nombramiento y remoción del personal docente y administrativo del colegio, también lo es que debe hacerlo de conformidad con las normas establecidas por el Servicio Civil y las complementarias que dicte el Ministerio de Educación Pública, en este caso, según dispone el Decreto Ejecutivo número 33550 del 15 de diciembre de 2006, vigente desde el 7 de febrero de 2007. Con base en estas y, otras razones dadas en la sentencia, se dispone declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Liceo Santa María de Guadalupe, que respete la estabilidad laboral de la amparada, mientras ese centro educativo cuente con la subvención del Ministerio de Educación Pública consistente en el pago de su salario con fondos públicos. Se le advierte al Director del Liceo Santa María de Guadalupe, que de no acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de desobediencia y que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de esta jurisdicción. Se condena al Liceo Santa María de Guadalupe al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. CL
1119-08. CAMBIO DE REGIMEN. Alega la recurrente que de manera unilateral la Dirección de Migración y Extranjería ordenó el traslado de su plaza del Régimen del Servicio Civil al Régimen del Estatuto Policial. De otra parte, acusa que con esa decisión se le colocó en indefensión, pues, no se le confirió audiencia previa, para manifestar su conformidad o disconformidad con el cambio de régimen.  Sobre el tema se cita la sentencia 3200-01, en donde se señala que el traslado de un régimen a otro, no implica una violación a los derechos fundamentales de la amparada, en el tanto, queda protegida por un régimen estatutario que le confiere estabilidad en el puesto que desempeña. Sobre la alegada falta al debido proceso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se indica que el cambio de régimen estatutario no constituye la imposición de una sanción, o la modificación o eliminación de sus condiciones y derechos labores, que requiera la realización de un procedimiento administrativo. SL
1208-08. VARIACION UNILATERAL DE GRUPO PROFESIONAL SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente la violación al principio de intangibilidad de los actos propios y su derecho al trabajo, por cuanto la Administración recurrida decidió, unilateralmente, variar el grupo profesional que ostenta, con el consecuente perjuicio económico que supone ese rebajo. Consta en este caso, que a la recurrente no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se anulan las acciones de personal números 4643057, 4643058, 4643059, 4643060, 4643061, 4643062 y 4643063. CL

1002-08. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO  NACIONAL DE SEGUROS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Las normas impugnadas otorgan a los funcionarios del Instituto Nacional de Seguros, el derecho a dar por terminado su contrato de trabajo sin causa justificada alguna, y aún así obtener el pago de auxilio de cesantía, reconociendo un máximo de doce años para aquellos que ingresaron a laborar antes de mil novecientos ochenta y tres y hasta esa fecha, y a partir de allí se paga la cesantía sin límite de años, se cuestionan las "Reglas comunes al preaviso y al auxilio de cesantía" contenidas en el artículo 162, en cuanto estipulan el pago de la cesantía por un 8,33% después de la entrada en vigencia de la Ley de Protección al Trabajador, cuando dicho cálculo debe hacerse sobre la base de un 5,33%.  Esténse a lo resuelto por esta Sala mediante voto número 06-17437 en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. En cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 162 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, se declara sin lugar la acción. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Nacional de Seguros. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. Estése y SL
795-08. PLAZO PARA INICIAR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que hace aproximadamente, un año se encuentra separado de su puesto como Administrador de la Sucursal de Cariari de la Caja Costarricense de Seguro Social, primero, porque fue obligado a tomar vacaciones y, posteriormente, por el traslado efectuado a funciones de auditor o inspector en la Sucursal de Guápiles. Alega que todo lo anterior fue dispuesto dentro de un procedimiento disciplinario en el cual no consta que a la fecha de interposición del presente amparo exista siquiera una resolución inicial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se impone declarar parcialmente con lugar el recurso de amparo, únicamente por el quebranto al debido proceso, porque la administración pública, excedió el plazo de un mes con que contaba, con posterioridad a disponer el traslado del recurrente como medida cautelar ante causam, para iniciar el procedimiento administrativo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se deja sin efecto la medida cautelar dispuesta mediante oficio del Director Regional de Sucursales de la Región Huetar Atlántica DRSRHA-0133-2007 del 29 de enero del 2007. Se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos. Esto, sin perjuicio de la posibilidad con que cuenta la administración de iniciar el procedimiento administrativo respectivo. CL
828-08. REBAJO DE PRESTACIONES. Alega el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social declaró a su favor pensión por invalidez. Afirma que por un error administrativo se le giraron dineros de más por concepto de incapacidades y, por ello, se le ha indicado, que debe realizar el reintegro de esas sumas. No obstante, se le pretende realizar el rebajo referido, del monto que va a recibir por concepto de prestaciones.   Solicita la recurrente que se declare con lugar el recurso con las consecuencias legales que ello implique. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo celebrado entre la amparada y la Caja Costarricense de Seguro Social, por el que se dispuso rebajar del auxilio de cesantía unas sumas pagadas de más. En consecuencia, se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos constitucionales y se ordena al Director Médico del Área de Salud de Alajuela Central y a la Encargada de la Oficina de Recursos Humanos del Área de Salud de Alajuela Central, que tomen las medidas que están dentro del marco de sus competencias para que el pago de las prestaciones legales de la recurrente, se haga en forma íntegra, sin la aplicación de rebajos por concepto de compensación de sumas pagadas de más. CL
723-08. SANCION. Alega el recurrente que fue sancionado dos veces por los mismos hechos y cuestiona  la proporcionalidad de las sanciones administrativas, dado que, el Ministro de Relaciones Exteriores y Culto no aprueba un ascenso en la carrera diplomática —que ya había sido aprobado por la Comisión Calificadora del Servicio Exterior— con base en un procedimiento administrativo ya fenecido, donde incluso no se le impuso ninguna sanción. En el caso concreto, con base en las consideraciones expuestas en la sentencia, se concluye que no se trata de la reapertura de un procedimiento con el mismo supuesto fáctico. Al contrario, son situaciones distintas: por un lado, se siguió contra el recurrente un procedimiento administrativo con la finalidad de imponer una sanción, el que, en efecto, finalizó. Por otra parte, el Ministro emitió un criterio acerca de una recomendación de ascenso en la carrera diplomática. Se trata de situaciones distintas, con fines distintos, de manera que las razones que ofrezca son revisables en la misma sede administrativa. SL
859-08. TRASLADO POR RAZONES DE SALUD. Alega el recurrente que padece de trastorno ansiedad generalizado y depresivo moderado, por lo que, el médico que la trata en el Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, recomendó su traslado de lugar de trabajo. Que con base en ese criterio médico, presentó una solicitud de traslado por excepción. Sin embargo, por telegrama número 2007-12-08-01-092615-000-2751-29605, la autoridad recurrida le comunicó que no era posible tramitar su solicitud para el curso lectivo del dos mil ocho, ya que no se contaba con plazas vacantes que cumplieran con la matrícula suficiente y parámetros establecidos por la normativa vigente para tal efecto, argumento que no resulta procedente  porque -según su dicho-  la accionada no ha tomado en cuenta el presunto deterioro de su estado de salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que proceda en forma inmediata a reubicar de manera definitiva al recurrente según lo recomendado por los médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social y en aras de garantizar su Derecho a la salud. CL
591-08. PAGO DE PROHIBICION A FUNCIONARIOS PUBLICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 14 y 15 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, número 8422 del 6 de octubre de 2004. Señala el recurrente que dicho régimen, en virtud del cual se reconoce un sobresueldo del sesenta y cinco (65%) del salario base a los funcionarios afectos a la prohibición del ejercicio liberal de su profesión, se reconoce solo a “los más altos jerarcas de la República”, lo cual considera “una prerrogativa onerosa para las arcas nacionales, e indignantemente ofensiva”. En este caso, el actor está evidentemente equivocado al cuestionar el pago de sobresueldo por prohibición de ejercicio liberal de la profesión, aduciendo que éste es exclusivamente para “los más altos jerarcas de la República” y, por ende, violatorio del derecho de igualdad con relación a los restantes servidores públicos. En efecto, diversas normas del ordenamiento jurídico -particularmente a partir de 1975- vienen estableciendo la existencia del llamado “régimen de prohibición” para una multiplicidad de funcionarios profesionales de la Administración Pública y de los otros Poderes del Estado, sin limitarlo únicamente a los niveles superiores jerárquicos. Sobre el tema de la prohibición y la compensación económica que genera se cita los votos 2544-94 y 3369-96. RF
55-08. SANCIONES A PATRONOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 608 del Código de Trabajo y la interpretación de los artículos 94 en relación con el 609, 614 y 615 de la misma norma.El recurrente estima que según lo establece el artículo 39 de la Constitución Política nadie puede ser sancionado por una conducta que previamente no haya sido definida por ley como delito. Indica que las normas en cuestión, así como la interpretación  de las mismas resultan contrarias al principio de legalidad en materia penal, puesto que establece un tipo penal abierto, que impone sanciones contra las prohibiciones establecidas en la ley de trabajo, llamando a ambivalencias al ciudadano que desee interiorizar la norma. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y en la jurisprudencia citada, se rechaza por el fondo el recurso. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la impugnación que hace del artículo 608 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano en cuanto a las demás impugnaciones. RF
292-08.  NIEGAN TRASLADO A PESAR DE ENFERMEDAD DE SU HIJO. Alega la recurrente que labora con nombramiento en propiedad como Profesora de Enseñanza Preescolar en el Centro Educativo La Guardia, de la Dirección Regional de Sarapiquí. Refiere que desde el curso lectivo 2006, su hijo de 2 años y 5 meses de edad presenta excema atópico en la piel, secundario a picadura de insectos y a sudamia, con brotes, motivo por el cual su médico tratante le ha recomendado trasladarlo a un clima menos cálido para evitar o minimizar estas afecciones. Explica que aunado a lo anterior, su madre, tiene cáncer con antecedentes de neoplasia en mama derecha, colélitiaisis y xifosisi severa y su padre padece Hipertensión Arterial Riesgo B, Grado 1, Displipidemis Mixta y bajo peso por lo que es prioritario obtener un traslado al Valle Central para poderlos atender y es por esa razón que por dos años consecutivos ha presentado ante la Dirección General de Personal del Ministerio de Educación Pública solicitudes de Traslado por Excepción (tanto para el curso lectivo 2006, como para el de 2007); no obstante, recibió un comunicado de parte del Departamento General de Personal de ese Ministerio, en el que se le indicó que en el período en el que se realizó la petición, no se contaba con plazas vacantes que cumplieran con la matrícula suficiente y parámetros establecidos para poder comprometerlas en propiedad, de acuerdo con la normativa vigente y en razón de ello, en el mes de mayo pasado, entregó ante esa Dirección General de Personal, una nueva solicitud de traslado por excepción, sin recibir ningún tipo de respuesta hasta el día de interposición de este amparo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que proceda en forma inmediata a tomar las medidas necesarias y girar las órdenes que correspondan para trasladar a la recurrente, a un centro educativo en el cual sus condiciones sean aptas para el tratamiento del padecimiento de fondo que presenta su hijo menor de edad y que le permita continuar con su tratamiento médico, según lo recomendado por los médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
270-08. NIEGAN INCAPACIDAD. Alega la recurrente que labora para la Oficina de Administración Financiera de la Universidad de Costa Rica. Señala que desde hace muchos años padece de hernias, cervicales, artrosis y compresión medular, por lo que se encuentra en lista de espera para una cirugía paliativa en la Caja Costarricense de Seguro Social. Debido a sus padecimientos se le ha incapacitado en varias ocasiones, siendo las últimas en el período del 11 de mayo al 12 de octubre del 2007.  A propósito de esa última incapacidad, las autoridades de la C.C.S.S. le han indicado que no le pueden seguir pagando el subsidio, en apego a los artículos 9 y 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social (por agotar la cantidad máxima de días), pese a lo cual la Comisión Local Evaluadora de Incapacidades del Hospital México le recomendó cuatro meses más de reposo.  El 31 de octubre de 2007, el Jefe de Contabilidad  de la Universidad de Costa Rica le indicó que el certificado  médico que le extendió la C.C.S.S. no tenía validez como incapacidad. Según se le indicó por parte de las autoridades de las Caja Costarricense de Seguro Social, no se le podía extender el documento conocido como incapacidad, porque ese es para cobrar el subsidio que no se le puede continuar pagando, por lo que le extendieron una certificación de incapacidad para laborar. Señala que el Jefe de Contabilidad referido le dijo que lo mejor sería que sacara un permiso sin goce de salario, porque de no hacerlo se le iba a despedir. Considera violentado su derecho a la salud, al no permitirle incapacitarse para trabajar, pese al criterio médico existente.  Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Director General y el Coordinador de la Comisión Local de Incapacidades, ambos del Hospital México, a quienes se les ordena disponer en forma inmediata que la amparada sea valorada para constatar si subsiste la causa de la incapacidad. Respecto a la Rectora y al Jefe de la Oficina de Administración Financiera, ambos de la Universidad de Costa Rica, se declara sin lugar el recurso.

303-08. EXCLUYEN DE CONCURSO A FUNCIONARIO POR REPROBAR PRUEBAS PSICOMETRICAS. Alega el  recurrente que la Dirección General de Servicio Civil lo excluyó del concurso Nº 05-05, por haber reprobado las pruebas psicométricas a los que fue sometido en dicho procedimiento, evitando así que pueda realizar las demás pruebas, en aras de demostrar su idoneidad para ocupar un cargo. Sobre el tema, se cita la sentencia 17415-06. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita al amparado,  participar en el concurso Nº 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y la experiencia de éste, mediante los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. CL
DERECHO PENAL
1563-08. EJECUCION DE ORDEN DE CAPTURA QUE NO ESTABA VIGENTE. Alega la recurrente que se presentaron oficiales de la Sección de Capturas del Organismo de Investigación Judicial a ejecutar una orden de captura girada contra su defendido y fue  trasladado a las celdas ubicadas en los sótanos del edificio de los Tribunales de Justicia de San José, en donde permaneció desde las 13:30 horas y hasta las 19:30 horas. Acusa que en ningún momento el amparado fue trasladado a las oficinas de algún despacho judicial y únicamente se le entregó una copia de un oficio denominado "dejar sin efecto" orden de captura. En virtud que la orden de captura ejecutada en contra del tutelado no se encontraba vigente, la privación de libertad de la que fue objeto el amparado resulta ilegítima y, por ende, vulnera sus derechos fundamentales .Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza Penal de San José, abstenerse de incurrir nuevamente en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso. CL
1518-08. PRISION PREVENTIVA EN CASOS DE  REENVIO. Alega el recurrente que el la Sala Tercera Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, dispuso el reenvió de la causa para la fijación del monto de la pena, de conformidad con una nueva calificación y por ser innecesario, se omite pronunciamiento sobre la prórroga de la prisión preventiva. Considera que al vencerse el período de la prisión preventiva, ni el Tribunal de Juicio ni la Sala Tercera se han pronunciado sobre la prórroga, situación por la cual, considera se le priva de su libertad de forma ilegítima. Esta Sala respecto a hechos similares a los que aquí se impugnan, se pronunció en la sentencia 12384-07. RF
953-08. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta la recurrente que en contra del amparado se sigue la causa penal y se impuso la medida cautelar de prisión preventiva en contra del amparado, la cual fue prorrogada por el Juzgado Penal de Cartago. Una vez cumplido el año de prisión preventiva, el Ministerio Público solicitó al Tribunal de Juicio de Cartago que prorrogara la medida -lo cual hizo  por espacio de tres meses-, cuando debió habérselo solicitado al Tribunal de Casación Penal, al tenor del artículo 258 del Código Procesal Penal.  Conviene recalcar que “El hecho de que sea el Tribunal de Casación Penal quien decida sobre el mantenimiento de la medida cautelar, constituye una garantía más para el imputado, por tratarse de un Órgano de la más alta instancia dentro de la jurisdicción penal. (…)” Se cita la sentencia 4925-03. En este caso, ante la petición del Ministerio Público, el Tribunal de Casación Penal de Cartago endereza los procedimientos y autoriza la prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. SL
956-08. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que las resoluciones que ordenan la prisión preventiva en contra del amparado, no se encuentran debidamente fundamentadas, que no a todos los imputados se les impuso la misma medida y que el reconocimiento fotográfico que se le hizo, no estuvo ajustado a derecho. No obstante lo anterior, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, en las resoluciones impugnadas sí existen suficientes elementos para suponer en un alto grado de probabilidad, que el amparado pueda ser autor del delito que se le endilga basados en nueve denuncias por robo. Aunado a lo anterior, la acusada desigualdad respecto a los demás imputados no opera en este caso, toda vez que la situación de cada imputado es analizada en forma separada y de acuerdo a las circunstancias propias de cada uno, por lo que no necesariamente se dictan medidas en igual sentido. Respecto al arbitrario uso de la fotografía decomisada y utilizada como prueba en los procedimientos, ello es un asunto que por su naturaleza debe ser alegado dentro del mismo proceso penal y no ante esta jurisdicción. SL 

957-08. DETENCION DE MENOR DE EDAD. Alega el recurrente que se ordenó la detención provisional del menor amparado y aduce que tal resolución se encuentra mal fundamentada.  Sobre el carácter excepcional de la detención provisional en materia penal juvenil, se cita el voto 7227-05, de donde se concluye que la detención provisional de un menor de edad debe ser siempre la última opción, cuando no sea posible aplicar otras medidas que respondan a los fines procesales establecidos por Ley. En este caso concreto,  se determina que la detención del menor infractor se basa en elementos objetivos. SL
958-08. MONTO DE PENSION ALIMENTARIA. Acusa la amparada, la violación a sus derechos fundamentales, al haber sido privada de libertad arbitrariamente, por una orden de apremio dictada en un proceso de pensión alimentaria promovido por su esposo, en el cual se le fijó una pensión provisional por una suma desproporcionada, más de siete millones de colones y sin existir respaldo probatorio alguno para determinarla. Reclama, además, que en el apremio se ordena el pago de un aguinaldo que en el traslado de la demanda no se había indicado. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
596-08. ACUSACIÓN EN MATERIA PENAL JUVENIL. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 50 y 75  inciso a) de la Ley de Justicia Penal Juvenil. Considera el recurrente que los artículos impugnados son inconstitucionales al permitir que se formule una acusación en contra de una persona menor simplemente denunciada, sin que se diera una verdadera investigación y sin identificarla en persona para cumplir con ese acto solemne del derecho penal, otorgándole con ello la posibilidad al joven de colaborar con el Ministerio Público, para que éste investigue aspectos que lo beneficiarían y le evitarían una posible vinculación al proceso penal.  Alega que en el proceso para adultos no se comete el error mencionado, ya que es aplicable el artículo 298 del Código Procesal Penal mediante el cual se impide iniciar un proceso sin la identificación personal o intimación, momento en el cual se le hará saber a la persona que existe una denuncia en su contra y que se le escuchará para efectos de valorar su posición que se tomará en cuenta para la investigación. En síntesis, se hace una comparación entre el proceso penal seguido contra personas mayores de edad y el proceso penal contra personas menores de edad, entendiendo que en esta relación existe una discriminación de trato que además implica una lesión al derecho de defensa de los menores. Analizados los argumentos planteados y las diferencias respecto al proceso penal de adultos, con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se concluye que no resulta razonable, ni procede equiparar, dos procesos cuya esencia y tramitación es diferente. En este caso, no es razonable exigirle al Ministerio Público que intime al imputado durante la investigación, precisamente porque este proceso es dirigido contra personas menores de edad para el cual se ha establecido una dinámica diferente, la cual no considera este Tribunal lesione el derecho de defensa del menor. Es más, se considera que atiende a la naturaleza de un proceso que tiene un objeto propio y particular, que obedece a principios específicos, tales como la protección integral del menor de edad, su interés superior, el respeto a sus derechos, su formación integral y la reinserción en la familia y en la sociedad (artículo 7 de la Ley de Justicia Penal Juvenil). SL
476-08. ACEPTACION DE NUEVO DEFENSOR. Alega la recurrente que el 10 de octubre de 2007 presentó un escrito en el que se apersona como defensora pública del amparado, y a la fecha de vencimiento de la prisión preventiva de su representado no se le ha notificado resolución alguna que defina la medida cautelar, ya sea prorrogándola o modificándola. Señala que se ha tenido por acreditado que la ampliación de la privación de libertad se realizó a su vencimiento y se le notificó al defensor particular del acusado. En este caso consta, que si bien este profesional renunció a la defensa, el Juzgado recurrido no había tenido por aceptada la defensa pública oportunamente. Este hecho puede constituir una infracción disciplinaria, la cual tiene su lugar y momento para alegarla en la vía ordinaria, pero no es de tal trascendencia que alcance a lesionar el derecho de defensa del amparado, por cuanto el defensor particular esta en el deber de seguir apersonado hasta que el nuevo defensor sea aceptado, según lo disponen los artículos 102 en relación con el 104, ambos del Código de Procesal Penal, lo anterior en resguardo al debido proceso del imputado que se garantiza desde el primer momento de la persecución penal y situación por la cual la defensa del recurrente no se ha visto afectada. SL
481-08. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente que por error atribuible al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, el día señalado para la celebración del debate solicitó el traslado del imputado a un centro penitenciario distinto a donde se encuentra recluido, razón por la que no fue posible celebrar el juicio. Alega que en esa oportunidad el juez que presidiría el debate les informó a las partes que procedería a dejar en libertad al tutelado porque la prisión preventiva y no había espacio en al agenda para reprogramar el debate antes de esa fecha. Manifiesta que se dejó constancia que el Ministerio Público solicitó la prórroga de la prisión preventiva, a petición del fiscal, pero en ningún momento se fundamentó esa solicitud porque le juez había advertido que dejaría en libertad al tutelado. Posteriormente, fue sorprendido con la resolución en la cual el Tribunal prorrogó la prisión preventiva por un mes más. Acusa que esa última prórroga de la prisión preventiva se dispuso sin la fundamentación necesaria y sin el impulso procesal del Ministerio Público. En este caso, consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada, que en la etapa de debate, no es necesaria la solicitud expresa del Ministerio Público, tal y como lo ha dicho la Sala en las sentencias: 2992-05, 14902-05, 13452-06. Asimismo, consta que no se adoptó previsión alguna para efectuar correctamente el traslado del detenido; no obstante no se ordena la libertad, en razón de que se fijó el debate para una fecha cercana. Se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. CL Parcial
20-08. DETENCION EN PROCESO DE EXTRADICIÓN. Alega el recurrente que su defendida, sujeta a un proceso de extradición,  se encuentra ilegítimamente privada de libertad, en virtud que no existe una resolución judicial que prorrogue la detención provisional que se decretó en su contra, pese a lo cual, permanece recluida. Sobre la extradición, la detención provisional y la aplicación del Tratado entre los Estados Unidos de América y Costa Rica, se cita el voto 926-94. Sobre la detención provisional en casos de extradición se cita el voto 8486-04. La Sala ha manifestado que para la detención con fines de extradición no se aplican las reglas en cuanto a plazos que establece el Código Procesal Penal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
54-08. DIFERENCIA ENTRE QUERELLANTES EN DELITOS DE ACCION PÚBLICA Y ACCION PRIVADA.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 384 del Código Procesal Penal, concretamente en cuanto a su párrafo segundo en relación al artículo 78 del mismo Código. Estima el accionante que la norma en cuestión resulta contraria a los artículos 33 y 41 Constitucionales en relación con el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Aduce que no tiene ninguna base razonable la diferenciación que hace la ley entre querellante en delitos de acción pública y querellante en delitos de acción privada, quitándole la misma ley al juzgador en segundo caso la posibilidad de valorar los motivos que se han tenido para desistir por parte del querellante.  Por las razones apuntadas en la sentencia, concluye la Sala que los delitos de acción pública son tratados de manera diferente al proceso al que se someten los delitos de acción privada, tal es el caso de la querella. En otros términos se está frente a situaciones distintas en las que se les da un tratamiento diferente. RF
53-08. SUPUESTO DE PRISION PREVENTIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 239 inciso b) del Código Procesal Penal. Alega que una prognosis de que continúe el imputado en actividad delictiva es difícil de llevar acabo, máxime que la ley procesal no indica cual es el contendido material de dicho presupuesto, a diferencia de las casuales del presupuesto de fuga y el de obstaculización, donde la misma ley procesal establece el contenido material de dichos presupuestos indicando cuales son las causales pertinentes. El principio “Pro Libertatis” establece como regla la libertad y la privación como excepción; sin embargo, aplicando dicho principio al caso concreto, opina que no podría quedar libre la interpretación de las causales del presupuesto de reiteración delictiva, pues se incurriría en un estado de inseguridad jurídica, ya que los juzgadores serían los encargados de darle ese contenido material al presupuesto y -en consecuencia- la libertad no estaría sujeta a lo que entiende la ley procesal sobre reiteración, sino a la interpretación del juzgador. Sobre el tema se citan las sentencias 1438-92, 4382-95. Por no estimar que la presente demanda aporte elementos de juicio que ameriten variar los criterios ya señalados, lo que procede es desestimar la acción por el fondo. RF
INTIMIDAD

1416-08. GRABACION DE LLAMADAS. El recurrente acude a esta Sala en amparo de su derecho a la intimidad, consagrado en el artículo 24 de la Constitución Política, ya que en el Banco de Costa Rica de Limón, se grabó su llamada a la Contraloría de Servicios, mediante la cual reclamó que no se le permitió ingresar a esas oficinas porque portaba su arma reglamentaria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
1564-08. RESTRICCIONES DE INGRESO A INSTITUCION PÚBLICA POR FORMA DE VESTIR. Señala el accionante que se apersonó al Registro Público a realizar algunas gestiones, pero no le permitieron la entrada los oficiales de seguridad porque andaba en pantalón corto y camiseta sin mangas. Le indicaron que había una nota que se había puesto en la entrada, propiamente donde revisan los bolsos de los visitantes. Señala que solo a los hombres se les exigen esas medidas y no a las mujeres. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
1176-08. INFORMACION QUE NO SE PUEDE REGISTRAR. Señala el recurrente que solicitó a la empresa Cero Riesgo S.A., vía fax y por teléfono que suprimiera la información correspondiente a sus datos personales privados tales como fotografía, número de teléfono celular, número de teléfono domiciliar, historial laboral y salarial, dirección de domicilio, información de sus familiares y anotaciones de datos de los procesos civiles en los que haya sido parte, o en los que haya transcurrido más de cuatro años desde que la deuda se declaró incobrable o que se dio su efectiva cancelación luego de un proceso cobratorio. Afirma que su solicitud no fue aceptada, indicándosele por teléfono que no eliminarían de sus bases de datos información privada de su persona, a menos que cancele la suma de cincuenta dólares.  En este caso, el accionante no  demostró de forma fehaciente que presentara una solicitud a la empresa recurrida,  ni tampoco que se le condicionara dicha supresión al pago de cincuenta dólares. No obstante, se aclara que los datos privados, que en caso de que se exhiban, constituye una violación al derecho a la autodeterminación informativa son: la fotografía, los números de teléfono que fueren privados y la dirección exacta del domicilio, pues todos los demás no son datos privados, y pueden ser obtenidos de varias bases de datos públicas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Apoderado generalísimo de la empresa Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S.A., proceder de inmediato a eliminar de su base de datos la información correspondiente al domicilio exacto del recurrente y de sus padres. CL Parcial
816-08. INFORMACION CREDITICIA NO ACTUALIZADA. Alega el recurrente que solicitó ante el Banco Nacional de Costa Rica un préstamo, pero se le informó que según consulta a la base de datos de la empresa recurrida, aparecía con varios juicios establecidos en su contra, 1o cual no es cierto.  Ante el grave perjuicio que le ha ocasionado la demandada, se dirigió a sus oficinas a indagar por qué lo tienen clasificado como una persona que no honra sus obligaciones y no quisieron darle información alguna sobre el particular, limitándose a decirle que consignan información de acuerdo a sus fuentes y el sistema que tienen para accesar todos los procesos en el Poder Judicial.  De esta manera, afirma, la sociedad demandada está trasmitiendo a sus clientes información que no es cierta ni veraz o actualizada, violentando su derecho a la autodeterminación informativa, consagrado en el artículo 24 de la Constitución Política y artículo 13 inciso 1) del Pacto de San José de Costa Rica o Convención Americana Sobre los Derechos Humanos. Este Tribunal Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades sobre la legitimidad de la valoración del riesgo en las operaciones crediticias, así como acerca del régimen jurídico relativo al tratamiento de los datos personales en Costa Rica.  Se cita la sentencia 754-02. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a los representantes legales de la empresa TELETEC S.A. que actualice la información relativa a juicios que consigna en la base de datos de su representada en los que figura como parte el amparado, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta resolución. CL
212-08. INFORMACION CREDITICIA. Alega el recurrente que en las bases de datos de las empresas recurridas existe información de carácter personal que es inexacta. Por lo anterior se debe suprimir, modificar o actualizar. Considera violentado su derecho a la intimidad y a la autodeterminación informativa. Sobre el derecho a la autodeterminación informativa se cita la sentencia 4847-99. Asimismo, mediante sentencia número 8996-02, este Tribunal estableció, claramente, cuales han de ser las reglas que deben cumplirse a fin de garantizar el respeto y la protección de datos. Sobre el derecho al olvido en materia civil, que se viola cuando se mantiene información en este tipo de bases de datos de protección crediticia de asuntos iniciados muchos años atrás o que estén archivados o terminados se viola también el derecho a la autodeterminación informativa y otros derechos fundamentales. En resumen, este derecho se traduce en la obligación de las empresas que guardan bases de datos de eliminar los datos que se refieran a asuntos civiles con más de cuatro años desde que finalizó el respectivo proceso. En el caso concreto, consta que la información crediticia del amparado se ajusta a lo dispuesto en la materia. SL
LIBERTAD DE PRENSA
218-08. DERECHO DE IMAGEN. El recurrente acude a esta Sala en amparo del derecho de imagen del amparado aduciendo que  el 11 de octubre del 2007, Diario Extra difundió la imagen y apellidos del amparado, ligándolo con una serie de homicidios y otra serie de actos delictivos,  generando un grave daño a la imagen del menor de edad, ya que lo estigmatiza ante toda la sociedad costarricense como un menor de edad delincuente o criminal. En reiteradas ocasiones, esta Sala ha desarrollado el derecho de imagen como una extensión del derecho a la intimidad,  protegido constitucionalmente en el artículo 24 de la Constitución Política, cuyo fin es resguardar el ámbito o esfera privada de las personas del público, salvo autorización expresa del interesado. De esta manera, se  limita la intervención de otras personas o de los poderes públicos en la vida privada de las personas; esta limitación puede encontrarse tanto en la observación y en la captación de la imagen como en la difusión posterior de lo captado sin el consentimiento de la persona afectada. No obstante lo anterior, este Tribunal ha señalado expresamente, que para que una persona pueda invocar la vulneración a este derecho, debe existir una plena identificación de la persona presuntamente perjudicada, sea por su nombre o por su imagen. Sobre el tema se cita la sentencia  11154-04. En este caso concreto, entre otros aspectos analizados en la sentencia, no se logró identificar plenamente a la persona mostrada en la fotografía publicada, cuyo rostro fue parcialmente cubierto con una cinta negra en el sector de los ojos,  que impide una completa identificación de sus rasgos físicos y por ende una plena identificación de la persona ante el público. Asimismo, no se menciona su nombre completo, motivo por el cual no se puede deducir o extraer con certeza la persona a la que se hace referencia, específicamente, que se trate del menor aquí amparado. SL
MINORIAS
1195-08. MALAS CONDICIONES DE ACERA EN GUADALUPE, GENERA PROBLEMAS A PERSONA CON DISCAPACIDAD VISUAL. Acusa el recurrente quien es no vidente, que el estado de la acera por la que tiene que transitar desde su casa para tomar el bus es deplorable,  pues se trata de una vía angosta, llena de agujeros, césped crecido  y basura, situación que le dificulta orientarse con su bastón y pone en riego su integridad, pues en ocasiones ha tropezado y se ha caído, lo que estima lesiona  su derecho fundamental a la no discriminación y a la igualdad de oportunidades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Goicoechea, que de forma inmediata, acondicione la acera a que se hace referencia en este amparo para el tránsito peatonal, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera  frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N° 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Goicoechea supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
301-08.  RAMPAS DE ACCESO EN AUTOBUSES.  Alega la recurrente que presentó este amparo porque los autobuses pertenecientes a la empresa Transportes La Pampa Limitada no cuentan con rampas de acceso disponibles para personas con discapacidad física. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  representante de Transportes La Pampa Limitada  que en forma inmediata proceda a adecuar correctamente  la flotilla de la empresa a las disposiciones contempladas en la Ley 7600 y su Reglamento. Notifíquese la presente resolución al Consejo de Transporte Público para lo de su cargo. CL
MUNICIPALIDAD
793-08. MUNICIPALIDAD RECIBE URBANIZACION SIN LOS SERVICIOS BASICOS. Alega el recurrente que la Municipalidad declaró la urbanización Samarcanda como de interés social, sin exigirle, de previo, a la empresa constructora, la debida finalización de las obras urbanísticas necesarias. Que así, se recibió la urbanización a sabiendas que faltaba obra por iniciar y culminar, como es el caso de la construcción de la red o canalización telefónica, lo que le impide a los habitantes de la urbanización tener acceso a la telefonía residencial y pública, con los perjuicios que ello implica. Que actualmente el Instituto Costarricense de Electricidad les deniega el mencionado servicio público. Asimismo, agrega que la Municipalidad recibió la urbanización pese que no se habían realizado obras de señalización de vías, lo que pone en riesgo la vida y la seguridad de los vecinos. Que tampoco se había realizado la construcción de parques infantiles, en infracción de su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como de su derecho a la recreación. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal; y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que de forma inmediata procedan a coordinar esfuerzos e implantar las medidas necesarias, para que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución definitiva a los problemas que aquejan a los amparados por haberse recibido las obras de infraestructura y facilidades comunales del Residencia Samarcanda, sin que las mismas hubieran estado concluidas. En cuanto al Instituto Costarricense de Electricidad, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
PODER EJECUTIVO
56-08. NORMA ATIPICA. PARQUE RECREATIVO DEL NORTE. Alega la accionante que la potestad genérica de dictar leyes por parte de la Asamblea Legislativa está regulada por un procedimiento general, reservado en la formación de legislación común.  Sin embargo, respecto de las Leyes de Presupuesto, ya sean ordinarias o extraordinarias, el procedimiento especial que la Constitución contempla sólo habilita para conocer de materia presupuestaria, impidiendo a la Asamblea Legislativa incorporar en ese tipo de legislación, regulaciones propias de las leyes ordinarias, creándolas, reformándolas, derogándolas o interpretándolas auténticamente. La norma impugnada brinda una autorización ajena a la materia presupuestaria, pero dentro de una ley de esa naturaleza, pues a través de ella el legislador ordenó segregar y traspasar un terreno de hasta veinticinco mil metros cuadrados, inscrito en el partido de San José, matrícula 267183-000, situado en los Distritos Anselmo Llorente y San Vicente de los Cantones de Tibás y Moravia, otrora propiedad del Instituto de Desarrollo Agrario, a un particular, la Asociación pro Construcción del Parque Recreativo del Norte, quien ha dispuesto libremente del mismo desde el momento en que se concretó el acuerdo de donación, llegándose a apartar del fin público para el cual fue originalmente dispuesto el traspaso por parte del legislador en la norma atípica que se cuestiona. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 16 inciso 22) de la Ley No. 7097 de 18 de agosto de 1988, publicada en el Alcance No. 25 a La Gaceta No. 166 del 1° de septiembre de 1988, que es Ley de Presupuesto Extraordinario de la República, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. CL
PODER JUDICIAL
1574-08. AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA AGRARIA. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al artículo 94, párrafo segundo, de la Ley de Tierras y Colonizaciones y el artículo 44, inciso d), de la Ley de la Jurisdicción Agraria. El despacho consultante solicita a esta Sala que se pronuncie sobre si la declaratoria de inconstitucionalidad de la obligación de agotar la vía previo dispuesta en la resolución N. 3669-06 de las 15:00 horas del 15 de marzo del 2006 debe extenderse al supuesto del artículo 94 de la Ley de Tierras y Colonización y por ende, al  artículo 44 inciso d) de la Ley de la Jurisdicción Agraria  que regula como defensa previa “la falta de agotamiento de la vía administrativa”. Se evacua la consulta judicial en el sentido que  el artículo 94, párrafo segundo,  de la Ley de Tierras y Colonizaciones y el artículo 44, inciso d),  de la Ley de la Jurisdicción Agraria, no son inconstitucionales, toda vez, que prevé un medio de resolución alterno de conflictos y no  un privilegio para el  Instituto de Desarrollo Agrario. Corresponde al Juzgado consultante establecer si el reproche alegado es procedente y declarar lo que corresponda, conforme a Derecho. Evacuada
PENSIONES ALIMENTARIAS

587-08. ORDEN DE APREMIO, MIENTRAS DEUDOR ESTABA PRISION. Alega el recurrente que el Juez Segundo Contravencional de Puntarenas dictó contra él apremio corporal por falta de pago de la pensión alimentaria durante meses que estuvo detenido. Sostuvo que según el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias y la jurisprudencia de esta Sala, durante el tiempo que el deudor alimentario está detenido, se suspende el pago de la pensión. Por otra parte, si se ejecutara la nueva orden de apremio estaría detenido por más de seis meses, lo que también es contrario a la jurisprudencia de esta Sala. Sobre el tema se cita la sentencia 2769-04. Consta que el Juzgado dictó una orden de apremio por un período en que el recurrente ha estado en prisión, lo cual sin duda  constituye una amenaza a esa libertad. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad.  Se anula la resolución dictada a las 9:22 hrs. del 5 de diciembre del 2007, por el Juez Segundo Contravencional de Puntarenas. CL
SERVICIOS PUBLICOS
1407-08. SE IMPUGNA REBAJO DE TARIFAS PARA RUTA DE AUTOBUSES.  Alega el recurrente que su empresa, Autotransportes Los Corales S.A. es concesionaria del servicio de transporte remunerado de personas en la modalidad de autobús de la ruta No.723, descrita como Limón-Barrio Los Corales-Siglo XXI-Pacuare y viceversa y que su representada, presentó  ante la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos el aumento de la tarifa para esa ruta. Con motivo de esa solicitud, se inició el procedimiento dispuesto al efecto, realizándose la audiencia pública y escuchando las oposiciones que cualquier tercero tuviese al respecto. Posteriormente se emitió un criterio técnico, en donde se recomendó aprobar una disminución tarifaria de -29.84% para la ruta 723.  En este caso, consta que el a recurrente se le dio debido proceso. Se indica entre otros argumentos, que la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos no está obligada a acceder a la petición de cambios de tarifas en los términos en que fue presentada por un concesionario o permisionario en específico. Asimismo, si lo que pretende es cuestionar la fijación tarifaria efectuada, argumentado al efecto, la ilegalidad de los parámetros y criterios utilizados por la recurrida al resolver sobre ese tema, es una discusión que deberá ser planteada en otras instancias. Se citan sentencias en donde se ha indicado que tratándose de la prestación de un servicio público, el Estado se encuentra facultado para fijar las tarifas, las cuales no pueden reprocharse como derechos adquiridos de la empresa concesionaria o permisionaria. Ver votos 5153-98, 2514-99, 2699-99. SL 

1363-08. AUMENTO DE CANON PARA TRANSPORTISTAS PRIVADOS, SIN DEBIDO PROCESO. Acusa el recurrente que por acuerdo número 48-2007 del 28 de junio del 2007, el Consejo de Transporte Público aprobó sin su participación, como transportistas de servicios especiales en todo el país, un canon que entrará a regir a partir del 2008, señala que a los taxistas y autobuseros, quienes además de tener un representante ante el CTP, se les cobra menos, lo que estima lesiona el derecho a la igualdad que garantiza la Constitución. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se tiene por acreditado que el sector al que pertenece el recurrente, se encuentra incluido en el artículo 8 inciso d) de la Ley 7969, al disponer la integración del Consejo con un representante del sector empresarial del transporte remunerado de personas en vehículos automotores, buses, microbuses o busetas. En relación con lo cual, el nombramiento de ese representante no corresponde ser conocido ante esta Sala, por tratarse de un asunto de legalidad que debe ser discutido entre las diferentes organizaciones de transportes y la administración. SL
855-08. NIEGAN INSTALACION DE AGUA. Alegan los amparados que desde el año 2006 están solicitando el suministro de agua potable en el sector de la calle Chilillal y que la empresa recurrida les deniega el servicio, aludiendo estar fuera de su competencia territorial y de sus posibilidades. Sobre el tema se cita la sentencia 15416-06. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Se ordena al Gerente General de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, en coordinación con el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el Alcalde Municipal de la Municipalidad de San Rafael de Heredia suministrar el servicio de agua potable a los amparados vecinos de calle Chilillal, dentro de un plazo máximo de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
239-08. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA POR  FALTA DE PAGO. Señala la recurrente que el Instituto de Acueductos y Alcantarillados, recurrido procedió a cortarle el servicio de agua en razón de tener una deuda pendiente con la entidad, siendo que en esa oportunidad se le colocó una fuente de agua pública a veinticinco metros de su casa. Sin embargo, el Instituto recurrido procedió a eliminar por completo el suministro de agua potable. Señala que en tres oportunidades se ha presentado ante la autoridad recurrida a efecto de tramitar un arreglo de pago, no obstante, se le indicó que al no ser asalariada no puede realizar dicho arreglo. En reiteradas sentencias este Tribunal ha considerado que el servicio público de agua potable no es gratuito, por lo que la falta del pago correspondiente en el plazo oportuno da lugar a la suspensión del servicio. A pesar de lo anterior, esta Sala ha establecido la necesidad de que, si va a proceder a cortar el suministro regular, la empresa o ente encargado deje a disposición del interesado una fuente pública a corta distancia, donde pueda abastecerse del vital líquido, pues al estar de por medio el derecho a la Salud, derivado del artículo 21 de la Constitución Política, el servicio de agua potable debe de estar al alcance de toda persona. En el caso concreto, consta que a la recurrente no le ha sido eliminada la fuente pública que fuera colocada en las cercanías de su vivienda. SL
193-08.  ORDEN DEL CONSEJO DE TRANSPORTE PÚBLICO DE ENTREGAR PLACAS DE TAXIS. Alega el recurrente que el Consejo de Transporte Público emitió un aviso en La Gaceta número 245 del 20 de diciembre del 2007, en el que ordenan entregar las placas de taxis las series SJP, GP, PP, LP, AP, HP y CP, en un plazo de diez días hábiles al recurrido, de lo contrario, la Policía de Tránsito las recuperará, actuación que estiman ilegítima por cuanto el Primer Procedimiento Especial Abreviado para el Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad Taxi no ha concluido aún, y por ende, al amparo del Transitorio I de la Ley 7969 les permite continuar explotando sus permisos y concesiones mientras dicho procedimiento licitatorio no se haya concluido. En este caso, consta que el Consejo de Transporte Público ha dado por finalizado el proceso de adjudicación de concesiones de taxi iniciado por medio del Primer Procedimiento Especial Abreviado de Taxis. De ahí que no llevan razón quien recurre al alegar arbitrariedad o ilegalidad, pues conocía de previo que su condición de concesionario o permisionario cesaría en el momento en que tal procedimiento se culminara, bastando la comunicación o aviso de la administración recurrida en tal sentido para que se produjera el cumplimiento de la condición resolutoria en cuestión, y así ajustar las situaciones a derecho, debiendo quien se ampara, respetar las condiciones legal y reglamentariamente pactadas en aquél momento. Sobre el tema se cita la sentencia 17445-07. Por otra parte, si el proceder administrativo se ajustó o no a derecho, o si existen o no procesos pendientes, son cuestiones de legalidad ordinaria que deben plantearse y discutirse en sede administrativa o en la jurisdiccional ordinaria correspondiente. RF
